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INFORME DE SEGUIMIENTO SOBRE EL CUMPLIMIENTO POR EL ESTADO DE GUATEMALA DE LAS RECOMENDACIONES EFECTUADAS POR LA CIDH EN EL QUINTO INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN GUATEMALA (2001)

I.
INTRODUCCIÓN

1.
El 6 de abril de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión" o "la CIDH") aprobó el Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala (en adelante "Informe sobre Guatemala” o “Quinto Informe”). En dicho Informe la Comisión se concentró en el desafió primordial de dar cumplimiento a los compromisos asumidos por el Estado a través de su Constitución, de las obligaciones internacionales y regionales y, en particular, del Acuerdo Global sobre  Derechos Humanos. Con ese propósito analizó la situación de los derechos humanos desde la firma del Acuerdo Final de Paz Firme y Duradera, los derechos económicos, sociales y culturales, la administración de justicia, el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a la libertad personal, la situación de personas detenidas, el derecho a la libertad de pensamiento expresión, el derecho a la participación política y el proceso electoral, los derechos de los pueblos indígenas, los derechos del niño, los derechos de la mujer y los derechos humanos de la población desarraigada por el enfrentamiento armado. En el ejercicio de sus facultades convencionales y estatutarias, la Comisión formuló una serie de recomendaciones encaminadas a ayudar al Estado guatemalteco a garantizar el pleno goce de los derechos y libertades protegidos por parte de todas las personas sujetas a su jurisdicción.

2.
El Quinto Informe constituyó el primer análisis profundo de la situación de los derechos humanos en Guatemala por parte de la CIDH desde la firma de la Paz Firme y Duradera en 1996. Es en el contexto de ese acto de inestimable importancia para la protección de los derechos humanos en Guatemala, que la Comisión examinó los significativos avances alcanzados y los desafíos vitales que quedan por enfrentar en la implementación del temario nacional de la paz y la reconciliación y en la consolidación de una democracia participativa. La Comisión valoró los importantes avances logrados por la acción enérgica tanto de las instituciones del Estado como de actores de la sociedad civil. Entre ellos se cuentan la eliminación del patrón y la práctica de violaciones sistemáticas de los derechos humanos perpetradas por el Estado durante el conflicto, como parte de una política de Estado, la apertura de nuevos espacios vitales para la participación política, la incorporación de sectores de la sociedad civil anteriormente excluidos en el desarrollo e implementación de la política pública, la iniciación de un proceso de desmilitarización y la implementación de acciones decisivas para establecer la verdad sobre las violaciones fundamentales que fueron tanto causa como consecuencia del conflicto.

3.
En el presente Informe de Seguimiento se analiza el cumplimiento de las recomendaciones efectuadas por la Comisión en cada capítulo de su Informe sobre Guatemala.

4.
El 14 de enero de 2002 la Comisión se dirigió al Estado con el fin de solicitar información sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe sobre Guatemala. Dicha solicitud fue reiterada por la Comisión mediante comunicación de 8 de noviembre de 2002, sin que hasta la fecha se haya recibido una respuesta oficial del Estado.

II.
Situación de los derechos humanos desde la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera

5.
En el Capitulo I del Informe sobre Guatemala la Comisión revisó los principales mecanismos legales e institucionales destinados a proteger los derechos humanos, dada la crucial función de los mismos. En tanto que en el ámbito legal analizó las garantías constitucionales, en relación con los mecanismos institucionales examinó el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Sistema Judicial, la Procuraduría de los Derechos Humanos, el Tribunal Supremo Electoral, la Policía Nacional Civil, el Ejército y la revisión pendiente de sus papeles respectivos. En el entendido de que no se llegaría a las causas de décadas de conflicto armado sino a través de cambios encaminados a crear una democracia participativa, condición previa esencial para el goce efectivo y la observancia de los derechos humanos, la Comisión formuló al Estado las siguientes recomendaciones: 

1.
Fortalecer aún más los recursos y el apoyo proporcionados a las entidades públicas encargadas de proteger y promover los derechos humanos e investigar los abusos de los derechos humanos, particularmente a la Procuraduría de los Derechos Humanos, y a las instituciones encargadas de la administración de justicia. 

2.
Ampliar las iniciativas en marcha para la difusión de los acuerdos de paz, incluso en los idiomas indígenas respectivos, tanto por escrito como por radio y los otros medios apropiados. 

3. Tomar acciones decisivas para separar las funciones del ejército y la Policía Nacional Civil, de conformidad con las funciones asignadas en los acuerdos de paz, y para fortalecer aún más la capacidad de esta última de satisfacer las demandas de protección de la seguridad de la ciudadanía. 

4. Adoptar las medidas necesarias para asegurar que los servicios de inteligencia, tanto militar como civil, sean sujetos a la supervisión debida del congreso. 

5. Ampliar las iniciativas en marcha para la difusión y promoción del Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, especialmente las conclusiones y recomendaciones, incluso por medio de los programas relacionados con la enseñanza de la historia nacional en las escuelas. 

6.
Adoptar medidas concretas para implementar plenamente las recomendaciones de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, incluyendo, antes de nada, el establecimiento de la Fundación para la Paz y la Concordia, que se encargará de implementar esas recomendaciones. 

7.
Amplíe las oportunidades para que los funcionarios del Estado reciban información y capacitación relativa a las obligaciones del Estado en el marco del sistema interamericano de derechos humanos y a aquellas emanadas, en general, del derecho internacional en materia de derechos humanos.


6.
En cuanto a los recursos asignados a las entidades encargadas de proteger y promover los derechos humanos, según la información suministrada por el Estado, el Congreso de la República de Guatemala aumentó en el presupuesto general de ingresos y egresos de la nación para el año 2003 la asignación presupuestaria tanto a la Procuraduría de Derechos Humanos como al Organismo Judicial. En efecto, la Comisión ha tenido conocimiento de que en el presupuesto aprobado por la Congreso para el 2003 a la Procuraduría de Derechos Humanos le fue asignada una partida de Q40 millones y al Organismo Judicial una de Q600 millones. La Comisión reconoce el esfuerzo del Estado por incrementar los rubros asignados a dichas entidades. Sin embargo, dado que la Comisión tuvo conocimiento de que en la ejecución del presupuesto del 2002, al sistema judicial se le hizo una reducción total del 12% y, de otra parte, se dieron una serie de demoras en las trasferencias de fondos que provocaron la eliminación de la reserva técnica que le permitía al organismo judicial tener la capacidad de pago de nómina y suministros básicos para su adecuado funcionamiento, la Comisión alienta al Estado al cabal y oportuno cumplimiento del presupuesto asignado al Organismo Judicial.


7.
En cuanto al fortalecimiento institucional, según la información suministrada por el Estado, el Organismo Judicial promueve la modernización del sector justicia y cuenta con una serie de comisiones, producto de la institucionalidad de la paz, que estudian, analizan y proponen mecanismos para fortalecer la justicia.   


8.
En lo que respecta al Ministerio Público, el Gobierno guatemalteco informó sobre la creación de la Fiscalía Especial de Delitos contra Periodistas y Sindicalistas y de la Fiscalía de Derechos Humanos. Por su parte, el Fiscal General de la Nación informó que los recursos de la institución son precarios y que en consecuencia el Ministerio Público sólo tiene presencia en el 10% del territorio guatemalteco y cuenta con un fiscal por cada 75.000 habitantes, que tiene a su cargo 1.546 casos en promedio. La Comisión considera que  el éxito de las medidas tendientes a superar la impunidad en materia de derechos humanos depende de la fortaleza de los mecanismos de investigación. Por tal motivo, la Comisión valora la creación de las  Fiscalías Especiales de Derechos Humanos, de Periodistas y Sindicalistas, así como los esfuerzos del Fiscal General para conseguir los recursos adecuados para llevar a cabo una reestructuración integral del Ministerio Público, e insta al Estado a suministrarle los recursos necesarios para tal fin.


9.
En cuanto al cumplimiento de la segunda recomendación, según la información suministrada por el Estado, los acuerdos de paz han sido difundidos, incluso en diversos idiomas indígenas, especialmente en el interior de la República. La Comisión valora el compromiso del Estado de continuar con la difusión de los acuerdos de paz de manera sostenida y constante.


10.
En relación con el cumplimiento de la tercera recomendación relativa a la separación de funciones del Ejército y la Policía Nacional Civil (PNC), según la información suministrada por el Estado existe una separación absoluta de funciones entre dichas instituciones. Sin embargo, MINUGUA informó que en contradicción con el espíritu de los acuerdos de paz, se han ampliado las funciones del Ejército en materia de seguridad pública y otras esferas de gobierno.
 La Comisión registra con preocupación no sólo que el Ejército sigue participando en la investigación de los delitos, en particular en los casos relacionados con narcotráfico y crimen organizado, sino que los jefes de la policía regional recibieron orden de compartir sus informes diarios con los comandantes del Ejército en las regiones respectivas.
 Al respecto, la Comisión insta al Estado guatemalteco a cumplir de manera integral los acuerdos de paz y en concreto a procurar la escisión definitiva entre las tareas del Ejército y de la Policía Nacional Civil, tanto en materia de seguridad como de investigación de los delitos.


11.
En cuanto a la capacidad de la PNC, conforme a la información suministrada por el Estado, ésta ha sido fortalecida y capacitada, de acuerdo a las posibilidades del Estado y con la colaboración de la comunidad internacional. El Gobierno indicó que con la aprobación del presupuesto de gastos de la nación para el año 2003, la Policía será fortalecida financiera y técnicamente para satisfacer las demandas de protección. Al respecto, la Comisión tuvo noticia de la reducción del presupuesto de la Academia de PNC,
 por lo que insta al Estado a que le brinde los recursos y el apoyo necesarios para asegurar que pueda continuar con su labor de formación y capacitación especializada a los agentes de la policía civil.


12.
En cuanto a la cuarta recomendación referente a la supervisión de los servicios de inteligencia, según la información suministrada por el Estado las medidas para garantizar el control de la inteligencia civil y militar están garantizadas por distintos cuerpos legales, así como por diversos actores, dentro de los cuales pueden mencionarse la Procuraduría de Derechos Humanos, MINUGUA, el Ministerio Público, los Tribunales de Justicia y la propia administración pública a través de los mecanismos internos de la Secretaría de Análisis Estratégico y del Ejército. En relación con un control parlamentario específico, el Estado indicó que el Congreso de la República  ejerce dicho control  a través de juicio político o interpelación.  Dado que la información suministrada por el Estado se refiere a la determinación de responsabilidades políticas por parte del Congreso y no a un mecanismo de supervisión sobre los servicios de inteligencia civil y militar de carácter permanente, y que se ha recibido información según la cual aún no se ha creado dicho control parlamentario, ni se aprecia iniciativas en tal sentido, la Comisión insta al Estado a dar cumplimiento integral a dicha recomendación.


13.
En relación con la quinta recomendación sobre la ampliación de las iniciativas para difundir y promover el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH), la Comisión carece de información.


14.
En cuanto a la implementación de las recomendaciones de la CEH, la Comisión tuvo conocimiento de la elaboración del Programa Nacional de Resarcimiento por parte de la Instancia Multi-institucional por la Paz y la Concordia y la Comisión de Alto Nivel, como muestra de un importante esfuerzo conjunto entre la sociedad civil y las autoridades públicas para dar cumplimiento a las recomendaciones de la CEH en materia de reparaciones. El Programa fue concebido como un proceso que incluye un conjunto de políticas, proyectos y acciones que se realizan con el propósito de reparar, resarcir, restituir, indemnizar y dignificar a las víctimas del enfrentamiento armado. Dicho programa fue entregado al Presidente de la República, quien, según la información suministrada por el Estado, lo depositó al Congreso de la República junto con el proyecto de ley correspondiente, para su aprobación. La Comisión valora el trabajo realizado por la sociedad civil y las autoridades públicas en la elaboración del Programa Nacional de Resarcimiento e insta al Estado para que lo apruebe y lo ponga en marcha en el corto plazo.


15.
En cuanto al establecimiento de la Fundación para la Paz y la Concordia, el Estado informó que cumplió con la implementación de dicha recomendación a través de la aprobación de un Acuerdo Gubernativo, que no llenó las expectativas de la sociedad civil. En este sentido, la Comisión hace un llamado para que la sociedad civil y el Gobierno trabajen en conjunto, tal como lo hicieron en la elaboración del Programa Nacional de Resarcimiento. 

16.
En cuanto a la séptima recomendación relativa a la capacitación a funcionarios del Estado sobre las obligaciones adquiridas por el Estado a través del sistema interamericano, el Estado informó sobre la realización de una serie de seminarios auspiciados por la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en  Materia de Derechos Humanos (COPREDEH) para dar a conocer los principales instrumentos internacionales en materia de derechos fundamentales. Dichos seminarios han sido dirigidos tanto a fiscales del Ministerio Público con el objetivo de capacitar a los funcionarios del MP, Guardias Penitenciarios, agentes y oficiales de la Policía Nacional Civil, así como a oficiales y especialistas de la Guardia Presidencial.

17.
La Comisión considera de crucial importancia las actividades de divulgación y capacitación realizadas por el Estado, y lo insta a ampliar dicho esfuerzo al mayor número de funcionarios del Estado, en particular a aquellos encargados de aplicar y hacer cumplir la ley.

III.
DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

18.
En el Capítulo III de su Informe sobre Guatemala la Comisión trató el tema de los derechos económicos, sociales y culturales, y efectuó al Estado guatemalteco las siguientes recomendaciones:

1.
Siga haciendo todos los esfuerzos para alcanzar las metas propuestas en los acuerdos de paz, que exista una distribución equitativa de la riqueza y que el Estado pueda contar efectivamente con m[as recursos para poder solventar la inversión pública y el gasto social.

2.
Se cumpla efectivamente el Pacto Fiscal y se implementen los mecanismos apropiados para evitar la evasión tributaria.

3.
Siga trabajando conjuntamente con los representantes de la sociedad civil, de manera constructiva buscando la justicia social y el desarrollo sostenible para las generaciones presentes y futuras en los diferentes problemas y desafíos que se tengan por delante.

4.
Amplíe las gestiones en marcha para apoyar y financiar la puesta en práctica de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico orientadas a reparar los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de las violaciones de los derechos humanos del conflicto armado.  
5.
Ratifique la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

Distribución de la riqueza y gasto social

19.
Respecto a la primera recomendación del Capítulo III del Informe sobre Guatemala, relacionada con la implementación de las metas propuestas por los Acuerdos de Paz para el alcance de la distribución equitativa de la riqueza, la Comisión tuvo noticia del lanzamiento del Plan de Acción Económica el 11 de junio de 2002. La Comisión entiende que un desarrollo sostenido de la economía es fundamental para la inversión pública y el logro de las metas sociales. La Comisión espera que dicho plan de acción se enmarque en el compromiso del Estado en sentar las bases de un crecimiento  económico mayor y sostenible, con la participación de todos los sectores  de la sociedad guatemalteca. 

20.
Conforme a la información suministrada por el Estado guatemalteco,  para el desarrollo sostenible de la economía el Plan se apoyará en tres pilares fundamentales que permitirán que sus resultados sean sostenibles en el tiempo: Primero, la estrategia para la Reducción de la Pobreza (ERP) en los niveles municipal y departamental. Segundo, la apertura de la economía a fin de promover un mercado interno más competitivo y eficiente. El tercer pilar consiste en la consolidación de la estabilidad económica. 

21.
Asimismo, el Estado informó que el Plan de Acción incluye proyectos y acciones específicas orientadas a fomentar la inversión productiva, estimular la actividad económica, generar empleo y mejorar la competitividad de la economía nacional.

22.
La Comisión observa que para que se realice la meta de desarrollo económico y social del país, es necesario que la implementación del Plan se enmarque en un proceso de transparencia y respeto a la ley; que el proceso de las concesiones tenga como fundamento la vinculación a la ley y la igualdad de participación; y que todos los poderes del Estado se involucren para la creación del marco jurídico imprescindible para el éxito del plan.
23.
La Comisión nota que aun cuando el acceso a la educación constituye uno de los temas presentes en los Acuerdos de Paz, la realidad guatemalteca indica que ese compromiso dista de ser cumplido. De acuerdo a los datos publicados por MINUGUA en abril de 2002, Guatemala mantiene la tasa de analfabetismo más alta de Centro América y el segundo lugar de analfabetismo femenino de América Latina.
 De otra parte, según el último informe de Desarrollo Humano del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, el departamento de Quiché es el departamento con el índice más alto de pobreza en el país y el de menor nivel educacional, haciéndose evidente la relación pobreza-educación.
 

24.
La Comisión entiende que la educación es un instrumento estratégico fundamental para el desarrollo humano. La CIDH valora la implementación del proyecto de reforma educativa, el programa nacional de alfabetización, el programa de universalización de la educación primaria y la implementación de la descentralizción educativa administrativa.
 Sin embargo, la CIDH observa que a la luz de las metas establecidas por los Acuerdos de Paz, la inversión en educación aún se encuentra muy por debajo de dichas metas. La Comisión insta al Estado guatemalteco a destinar los recursos financieros adecuados para que el país registre los avances requeridos en educación. 

25.
En materia de salud, la Comisión aprecia que el Estado aumentó su inversión en este rubro;
 sin embargo, la CIDH lamenta el aumento del número de personas con desnutrición. Según las cifras del Programa Mundial de Alimentos, 115 mil personas  son afectadas por la crisis de hambre en todo el país, de las que 59.635 son niños que padecen de desnutrición  aguda y 6.000 se encuentran en estado crítico.

26.
En cuanto a la ejecución del gasto, en mayo del 2002 MINUGUA informó que el presupuesto del Ejército había sobrepasado las metas trazadas en los Acuerdos de Paz y advirtió que el incremento del gasto militar iba en detrimento de los fondos que deberían asignarse a los gastos sociales, en particular salud, educación y seguridad pública.
 Al respecto, la Comisión observa con preocupación que pese a las advertencias de la comunidad internacional en cuanto al alejamiento de la meta del 0.66% del Producto Interno Bruto fijado como tope máximo del presupuesto militar en los Acuerdos de Paz, en octubre de 2002 el Congreso de Guatemala autorizó una trasferencia adicional de fondos por la suma de Q160 millones, tomados del Fondo de la Deuda Pública, con destino al Ministerio de la Defensa, el cual ya había recibido durante el primer semestre del año una partida adicional de Q 238.7 millones. La Comisión observa que el aumento del gasto militar no corresponde a las necesidades de un aparato militar en tiempo de paz y produce un impacto negativo en el pacto social.

27.
De otra parte, en relación con la quinta recomendación del Informe sobre Guatemala, la Comisión valora los esfuerzos para implementar programas de atención a la salud de personas con discapacidad a través del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, que a través de un proyecto brindó atención a la salud de personas con discapacidad. La Comisión tomó conocimiento
 que el Estado había ratificado la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, que establece principios adicionales, coherentes con los objetivos generales de la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad y destinados a garantizar el derecho de las personas con discapacidad de ejercer sus derechos y libertades fundamentales libres de discriminación. Sin embargo, hasta la fecha el Estado no ha depositado el instrumento respectivo, en la Secretaría General de la OEA, razón por la cual la Comisión insta al Estado de Guatemala a hacerlo.

28.
Finalmente, la Comisión hace un llamado para que el Estado siga trabajando para alcanzar la justicia social y el desarrollo sostenible para las generaciones presentes y futuras en los diferentes problemas y desafíos que se tengan por delante.

Pacto Fiscal

29.
En el Informe de Avances de 2002 el Gobierno guatemalteco informó que la implementación del sistema FISAT permitió fortalecer la fiscalización de tributos y mejorar el combate a la evasión y elusión tributaria. Señaló que para la persecución y combate coordinado del incumplimiento tributario, la SAT, con el apoyo de la PCN, implementó a partir de febrero de 2002 un programa de operativos fiscales.

30.
El Estado informó que la Comisión de Seguimiento del Pacto Fiscal  (CSPF) cuenta con nuevos integrantes, economistas con amplia experiencia y conocimiento del tema fiscal; y que en conjunto con el Ministerio de Finanzas Públicas plantearon elementos de juicio para la modificación del Código Tributario.

31.
Asimismo, el Estado informó sobre la aprobación de los reglamentos y resoluciones vinculados a la Ley de Bancos y Grupos Financieros. Al respecto, en su informe de avanzada el Estado indicó que en junio de 2002 cobraron vigencia las cuatro leyes que completan el marco jurídico fundamental de la reforma financiera, a las que se suman las leyes de Libre Negociación de Divisas y de Lavado de Dinero u otros Activos, las que conjuntamente integran la reforma del marco jurídico que regirá los asuntos monetarios y financieros.

32.
La Comisión nota que hubo un avance en las reformas tributarias realizadas a partir del año de 2000 y felicita el Estado por su empeño en combatir la evasión y elusión tributaria como fuera recomendado por la Comisión. Asimismo, valora el fortalecimiento de la CSPF, la aprobación de leyes financieras y el lanzamiento del Plan de Acción Económica. Sin embargo, la Comisión observa que las reformas no han sido integrales y que los avances concretos para la implementación han sido escasos y poco profundos.

33.
El Gobierno guatemalteco tiene conocimiento que la consecución de la meta tributaria del 12% del PIB es de vital importancia para el desarrollo del país. Sin embargo, esta meta tributaria aún no se ha alcanzado. La Comisión entiende que para viabilizar el desarrollo del país se hace necesaria la implementación de una reforma tributaria eficaz, que no pierda de vista los principios de justicia, equidad y progresividad, así como del compromiso de la sociedad civil en el cumplimiento de su carga fiscal. 

Reparaciones

34.
La Comisión toma nota que el 5 de noviembre de 2002 la Instancia Multi-institucional por la Paz y la Concordia y la Comisión de Alto Nivel entregaran al Presidente de la República el Programa Nacional de Resarcimiento (PNR), en el marco del cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión de Esclarecimiento Histórico contenidas en el informe “Guatemala: Memoria del Silencio”. La Comisión valora el esfuerzo realizado por la sociedad civil y el Gobierno en la formulación conjunta de los criterios rectores de la política nacional en materia de reparaciones y en el diseño del proceso que incluye proyectos y acciones tendientes a reparar, resarcir, restituir, indemnizar, asistir, rehabilitar y dignificar a las víctimas del enfrentamiento armado.
 

35.
Conforme a la información suministrada por el Estado, el Presidente de la República presentó el PNR al Órgano Legislativo junto con el proyecto de ley respectivo, para su aprobación. El proyecto de ley contempla la creación de la Comisión Nacional de Resarcimiento que funcionaría como una entidad autónoma, encargada de coordinar, implementar y promover las acciones necesarias para el cumplimiento del Programa, el cual fue formulado por un período de implementación no menor de diez años. 


36.
La Comisión observa que a los efectos del Programa se considera víctima a quienes padecieron directa o indirectamente, individual o colectivamente, las siguientes violaciones de derechos humanos: desaparición forzada, ejecución extrajudicial, tortura, desplazamiento forzado, reclutamiento forzado de menores, violencia sexual, violaciones en contra de la niñez y masacres. La determinación de los beneficiarios del programa estará a cargo de la Unidad Técnica de Calificación de Víctimas contemplada en el PNR. 

37. 
Según la información suministrada por el Estado, el Programa demuestra la voluntad política del Gobierno de Guatemala de compensar y dignificar a las víctimas del conflicto armado y alivia la polarización surgida a raíz de la movilización de los ex PAC, que reivindicaban un supuesto derecho a políticas de resarcimiento. 

38.
En cuanto a este último aspecto, la Comisión expresa su profunda preocupación por la reorganización de grupos de ex miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC). Según la información recibida por la Comisión, la reorganización de los ex patrulleros, se ha convertido en un nuevo factor de inseguridad e inestabilidad en las zonas rurales, que pone en grave riesgo el cumplimiento de los acuerdos de paz, el proceso de reconciliación y el Estado de Derecho. Como en reiteradas ocasiones la Comisión ha expresado, las PAC fueron utilizados como un mecanismo de control y represión contra la población civil durante el conflicto armado interno en el que actuaron como informantes, en rastreos, en operaciones contrainsurgentes, captura, interrogatorios, tortura y ejecuciones extrajudiciales. Por lo tanto, la Comisión insta al Estado a que tome las medias necesarias para detener la reorganización de los ex patrulleros y se abstenga de emprender acciones estatales que incentiven dicha reorganización. 

39.
Finalmente, la Comisión exhorta al Estado guatemalteco a aprobar el proyecto de ley que crea la Comisión Nacional de Resarcimiento  y a implementar el Programa Nacional de Resarcimiento en el marco estricto del cumplimiento de las recomendaciones de la  Comisión de Esclarecimiento Histórico, dirigidas a la dignificación de las víctimas, así como la garantía de no repetición de las violaciones de derechos humanos y hechos de violencia vinculados con el enfrentamiento armado.

IV.
ADMINISTRACION DE JUSTICIA

40.
En el Informe sobre Guatemala la CIDH se centró particularmente en el desafío primordial de crear un sistema judicial que ofrezca una protección efectiva de los derechos de la población, porque es necesariamente el sistema judicial el que sirve como primera línea de defensa de los derechos y libertades individuales. La Comisión indicó que un poder judicial independiente y efectivo es un elemento esencial de un sistema democrático moderno en el que se armonice la capacidad del sistema legal con las metas de desarrollo del país. 

41.
En el Quinto Informe, la Comisión advirtió que aunque el Estado de Guatemala había iniciado algunas acciones positivas encaminadas a fortalecer este sistema, continuaba habiendo impunidad en casos de violaciones de los derechos humanos, tanto pasadas como presentes. Esta impunidad se opone a las obligaciones del Estado emanadas de la legislación interna y el derecho internacional, subvierte los más básicos principios que sustentan los acuerdos de paz y debilita el régimen de derecho. La incapacidad del sistema judicial de proporcionar protección de los derechos básicos y la falta de confianza pública en los mecanismos del Estado exacerban el potencial de conflicto social. Asimismo, la CIDH señaló como otra manifestación de las deficiencias de la administración de justicia la falta de una respuesta adecuada frente a violaciones graves como, por ejemplo, los linchamientos, así como las amenazas y ataques contra víctimas, testigos, abogados y jueces como represalia por su búsqueda de justicia.


42.
Con fundamento en las anteriores conclusiones, en relación con el derecho de todo habitante de tener acceso libre y efectivo a las instalaciones e instituciones de justicia, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Continuar y fortalecer su positivo trabajo para incrementar el número y la calidad de las instalaciones judiciales establecidas en todo el país. Intensifique sus acciones para modernizar la administración de justicia, inclusive a través de la ampliación de las iniciativas para implementar procedimientos efectivos de manejo de archivos de casos y expedientes judiciales. 

2. 
Intensificar en gran medida sus incipientes esfuerzos por proporcionar servicios de interpretación en los procesos judiciales para garantizar que los ciudadanos indígenas puedan ejercer su derecho a la protección y garantías judiciales en condiciones de igualdad con el resto de la población. 

3. 
Intensificar las acciones para mejorar el acceso a la justicia de la población indígena de la siguiente manera: ampliando las iniciativas diseñadas para orientar a las instituciones de justicia locales para que respondan a las necesidades locales y respeten las prácticas tradicionales positivas de resolución de conflictos, con sus principios, criterios y procedimientos; ampliando los programas comunitarios de extensión; e incorporando una mayor participación del sector indígena -tanto en el orden nacional como local- en el diseño e implementación de la política judicial. 

4. Incrementar aún más el monto del gasto público asignado a la administración de justicia, continuando con el progreso que se observa hasta la fecha en el cumplimiento por parte del Estado de su compromiso en esta área. 

Modernización de la administración de justicia


43.
La Comisión no ha recibido información relativa a la implementación de medidas tendientes a incrementar el número y modernizar las instalaciones judiciales. En cuanto a las medidas para modernizar la administración de justicia, el Estado informó que el Organismo Judicial promueve la modernización del sector justicia y existen una serie de comisiones que estudian, analizan y proponen mecanismos para fortalecer la justicia. Sin embargo, la Comisión no ha recibido información sobre las medidas específicas adoptadas para tal fin.

Garantías judiciales y acceso a la justicia de la población indígena

44.
En cuanto a la segunda recomendación, MINUGUA ha expresado en su informe de verificación del año 2001 que el Estado de Guatemala ha incrementado “el número de plazas para intérpretes judiciales en áreas con población indígena y se ha impulsado la contratación de jueces hablantes de idiomas indígenas en los municipios de mayoría indígena”. La Comisión valora el esfuerzo del Estado; sin embargo, considerando que aproximadamente el cincuenta por ciento de la población en Guatemala pertenece al pueblo maya, xinca o garífuna, dichos esfuerzos aún se catalogan de incipientes.

45.
En este punto es necesario expresar además que los esfuerzos no deben estar sólo encaminados a la traducción de un idioma diferente al castellano en el sistema de administración de justicia estatal, sino también a la capacitación de los operadores judiciales para comprender culturalmente a los miembros de los pueblos indígenas de Guatemala que tienen un idioma y una cultura propia, como asimismo a divulgar la información relativa a administración de justicia (derechos, procedimientos, etc.), en los idiomas de los pueblos indígenas de Guatemala.  


46.
En relación con la tercera recomendación, es de recordar que la Constitución Política de Guatemala reconoce, respeta y promueve las formas de vida, costumbres, tradiciones y formas de organización social de los pueblos indígenas en Guatemala. Asimismo, que en el Acuerdo de Paz sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas se expresa que la normatividad tradicional de los pueblos indígenas ha sido y sigue siendo un elemento esencial para la regulación social de la vida de las comunidades y, por consiguiente, para el mantenimiento de su cohesión y se reconoce que tanto el desconocimiento por parte de la legislación nacional de las normas consuetudinarias que regulan la vida comunitaria indígena como la falta de acceso que los indígenas tienen a los recursos del sistema jurídico nacional han dado lugar a negación de derechos, discriminación y marginación. 

47.
Entre los compromisos adquiridos en el mencionado acuerdo de paz, el Gobierno se comprometió a promover ante el organismo legislativo, con la participación de las organizaciones indígenas, el desarrollo de normas legales que reconozcan a las comunidades indígenas el manejo de sus asuntos internos de acuerdo con sus normas consuetudinarias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos.

48.
La Comisión observa que los esfuerzos realizados en relación a esta materia han sido propiciados, en general, por organizaciones académicas, no gubernamentales o indígenas, generándose cierto nivel de debate al respecto; sin embargo, el Estado no ha realizado las acciones encaminadas a desarrollar efectivamente legislación que reconozca el derecho indígena en Guatemala.

Presupuesto del Organismo Judicial

49.
La Comisión ha recibido información según la cual el presupuesto aprobado para el año 2002 se redujo en un 11% en relación con el aprobado para el año 2001 y en un 4.4% en relación con el año 2000.
 Sin embargo, la Comisión observa que mediante el presupuesto aprobado por el Congreso de la República para el año 2003, al Organismo Judicial le fueron asignados Q600 millones,
 lo que significa un incremento de Q192,926,091 en relación con el año anterior. Si bien la partida asignada aun no es suficiente para cubrir en su integridad el presupuesto de funcionamiento del Organismo Judicial, así como sus planes de expansión y modernización, la Comisión valora como un paso positivo el incremento presupuestal al sector justicia, a pesar de la reducción presupuestaria general. 

Acceso a la justicia

50.
En relación con el derecho de todo habitante de tener acceso a una justicia rápida y efectiva, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Intensificar en gran medida las acciones para reclutar y capacitar a los miembros de la Policía Nacional Civil y, particularmente, del Servicio de Investigación Criminal, para garantizar que tengan los recursos humanos y la preparación necesarios para llevar a cabo una investigación criminal de conformidad con la norma de la debida diligencia. 

2.
Poner inmediatamente fin a la participación militar en cualquier actividad de investigación criminal, coherentemente con la legislación interna y su compromiso de separar las funciones policiales y militares, conforme al Acuerdo sobre Fortalecimiento de la Sociedad Civil. 

3.
Tomar las medidas necesarias para garantizar la cooperación de todas las entidades públicas en la investigación de violaciones de los derechos humanos, incluyendo medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para garantizar el derecho al libre acceso a la información contenida en archivos y documentos gubernamentales, particularmente en el caso de investigaciones para establecer la responsabilidad por delitos internacionales y violaciones graves de los derechos humanos. 

4.
Fortalecer los procedimientos para recoger, analizar y conservar las pruebas en casos penales. 

5.
Implementar medidas concretas para facilitar la coordinación entre todas las instituciones involucradas en la búsqueda de una respuesta a violaciones de la ley con la investigación, enjuiciamiento y sanción debidos y, de manera especial, para desarrollar la cooperación necesaria entre el Ministerio Público y la Policía Nacional Civil en el área de investigación criminal. 

6.
Fortalecer la capacidad de los fiscales y defensores de representar los intereses de la justicia en el proceso judicial, inclusive a través de la implementación de los siguientes elementos, sujetos a mejoras: iniciativas de reclutamiento; programas de capacitación diseñados para satisfacer directamente las demandas de cada cargo; incentivos para conservar a los profesionales competentes que hayan recibido capacitación; y acciones de supervisión diseñadas para identificar y destituir a aquellos que no pueden o no desean representar los intereses de la justicia. 


51.
La Comisión observa que la escasez de recursos constituye el obstáculo principal para que la Academia de la PNC imparta suficientes cursos especializados. MINUGUA informó que los deficientes recursos materiales y de condiciones institucionales adecuadas han impedido el inicio de especialidades en diligencias judiciales, entre otras.
 La Comisión no ha recibido información del Estado al respecto.

52.
La Comisión observa que pese a la recomendación de poner fin inmediato a la participación militar en cualquier actividad de investigación criminal, el Ejército continua participando en la investigación de los delitos. En efecto, MINUGUA reportó no sólo que el Ejército continúa brindando apoyo en tareas de inteligencia para combatir el crimen organizado y la delincuencia común, sino que en la Escuela de Inteligencia del Ejército se continúan capacitando y adiestrando a oficiales de la PCN.


53.
En cuanto a la implentación de medidas concretas para facilitar la coordinación entre las instituciones involucradas en la investigación de violaciones  de derechos humanos, la Comisión ha recibido información según la cual no se han adoptado medidas suficientes para superar la falta de coordinación entre las instituciones, en particular entre la Sección de Investigación Criminales de la PCN y la Dirección de Investigaciones Criminales del Ministerio Público.


54.
Al respecto, el nuevo Fiscal General de la Nación, licenciado Carlos David de León Argueta, informó a la Comisión sobre la reactivación de la Comisión de Política Criminal, cuya meta principal es consolidar la coordinación entre los diferentes entes del sector judicial  en la definición de la política criminal, programas y proyectos conjuntos.  La Comisión espera que dicho espacio interinstitucional produzca un impacto positivo en la investigación criminal en el corto plazo.


Acceso a la información gubernamental


55. 
En cuanto al acceso a la información contenida en archivos y documentos gubernamentales, según la información disponible, en octubre de 2002 el pleno del Congreso aprobó en segunda lectura el proyecto de Ley de Acceso a la Información presentado por la Secretaría de Análisis Estratégico (SAE). Dicha Ley regulará, entre otros asuntos, el acceso a la información sobre asuntos militares o diplomáticos  de seguridad nacional y  establecerá los procedimientos y niveles de clasificación y descalificación. Sin embargo, la Comisión ha recibido informes, inclusive a través del sistema de casos, de dependencias gubernamentales que se han abstenido de suministrar la información y documentación requerida con destino a investigaciones judiciales de graves violaciones de derechos humanos. 

56.
La Comisión considera fundamental la aprobación final en el Congreso de la Ley de Acceso a la Información y alienta el esfuerzo realizado por la SAE en esa materia.  


57.
En cuanto al fortalecimiento de la Fiscalía General de la Nación, como ha sido indicado por la Comisión el éxito de las medidas tendientes a superar la impunidad en materia de derechos humanos, depende de la fortaleza de los mecanismos de investigación. Por tal motivo, la Comisión ha valorado la creación de la Unidad de Fiscalías de Derechos Humanos así como los esfuerzos del Fiscal General para conseguir los recursos adecuados para llevar a cabo una reestructuración integral del Ministerio Público, e insta al Estado a suministrarle los recursos necesarios para tal fin.

Carrera Judicial

58.
En relación con el derecho de todo habitante de tener acceso a un poder judicial competente e independiente, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para complementar la entrada en vigencia de la Ley de la Carrera Judicial y amplíe el período de cinco años de servicio de los jueces y magistrados a uno compatible con la seguridad en el cargo judicial, guardando coherencia con la recomendación de la Comisión de Fortalecimiento de la Justicia de que sean nueve años y del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los jueces y abogados de que sean diez años. 

2.
Dedicar especial atención a la implementación de la Ley de la Carrera Judicial para garantizar una supervisión diligente y una disciplina que sean compatibles con el objetivo de excelencia profesional y que se pongan en práctica plenamente los procedimientos designados para el debido proceso en asuntos de transferencia o disciplina. 

59.
En cuanto a la recomendación de adoptar las medidas legislativas para ampliar el período de servicio de los jueces de cinco a diez años, el Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y Abogados de Naciones Unidas informó que la Corte Suprema de Justicia había intentado introducir una enmienda a la Constitución para abolir la duración de cinco años y hacer compatible el desempeño de sus funciones con el principio de inamovilidad, que es fundamental para la independencia del poder judicial.
 La Comisión carece de información respecto al resultado de dicha iniciativa.

60.
Con relación a la recomendación relativa a la supervisión diligente,  la Comisión considera de crucial importancia el funcionamiento de la Junta de Disciplina Judicial, encargada de resolver los recursos de queja interpuestos contra jueces y magistrados, la cual hasta marzo 26 de 2001 había recibido 844 casos, de los que 481 habían sido rechazados por expediente, se habían celebrado 71 visitas y estaban previstas otras 56, según las cifras registradas en el informe del Relator Especial.


Independencia e imparcialidad del poder judicial

61.
En relación con la independencia e imparcialidad del poder judicial y a la situación de amenazas e intimidación contra aquellos que buscan justicia, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Tomar acciones urgentes para destinar los recursos humanos y materiales necesarios y la voluntad política para proporcionar medidas de protección a las víctimas, familiares, testigos, fiscales, acusadores y defensores públicos, jueces y personal judicial y otras personas que son objeto de ataques o amenazas por motivos relacionados con los procesos judiciales. 

2.
Establecer un grupo de trabajo interinstitucional integrado por representantes de la Policía Nacional Civil, el Ministerio Público y el Servicio Público de Defensa Penal, el poder judicial y cualquier otra entidad que se encuentre en especial riesgo o que tenga especial responsabilidad en esta área, para facilitar la cooperación en el diseño e implementación de las medidas apropiadas de protección. 

3.
Adoptar medidas integrales para garantizar una respuesta coordinada a todas las denuncias de amenazas o ataques presumiblemente relacionados con los procesos judiciales y una rápida y efectiva investigación de tales denuncias, con el fin de identificar, enjuiciar y castigar a los responsables de conformidad con la legislación nacional. 

4.
Garantizar que el personal del Estado asignado para responder a tales amenazas y ataques, particularmente en el caso de la Policía Nacional Civil y el Ministerio Público, tenga la preparación y conocimientos especializados necesarios para responder con la debida diligencia. 

5. 
Adoptar un código de ética legal y promueva el cumplimiento a través de capacitación, dentro del poder judicial y como parte de la educación legal, así como también a través del fortalecimiento de la supervisión y las medidas disciplinarias. 

6. 
Adoptar medidas prácticas para evitar las oportunidades de realizar prácticas corruptas, como, por ejemplo, ampliando las iniciativas adoptadas en algunos tribunales para reorganizar los espacios de trabajo de los funcionarios del tribunal para hacerlos más abiertos y accesibles y modernizar los sistemas de control de archivos y expedientes. 

7.
Implementar mecanismos específicos de supervisión y vigilancia para detectar la corrupción y para garantizar una pronta investigación, enjuiciamiento e imposición de sanciones disciplinarias o penales. La Comisión apoya la recomendación del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los jueces y abogados, en el sentido de establecer una agencia independiente encargada de hacer cumplir la ley, con la facultad de investigar denuncias de corrupción en cargos públicos, inclusive en el poder judicial, y de remitir asuntos para enjuiciamiento. 


62.
La Comisión ha recibido con profunda preocupación información según la cual persisten los actos de amenazas, hostigamientos y otros actos de intimidación contra operadores de justicia. En particular, en cuanto a la primera recomendación, la Comisión ha observado, especialmente a través del mecanismo de las medidas cautelares, los esfuerzos del Estado para proveer seguridad a las personas que son objeto de amenazas y otros ataques por motivos relacionados con procesos judiciales. Sin embargo, la Comisión ha sido informada que los mismos son insuficientes. En el caso de los funcionarios judiciales, la Corte Suprema de Justicia creó una Dependencia de Seguridad Judicial encargada de estudiar los problemas de seguridad y formular recomendaciones; sin embargo el Presidente de la Corte redujo las medidas de protección a los jueces por razones presupuestarias.
 


63.
En cuanto a la segunda recomendación, la Comisión carece de información.


64.
En relación con la tercera recomendación relativa a la investigación de amenazas contra personas vinculadas a  procesos judiciales, el 7 de febrero de 2001 fue creada la Unidad de Fiscalías Especial de Delitos Cometidos contra Operadores de Justicia, a la cual le fueron asignados 114 casos durante el año 2001 y 47 en el primer semestre del 2002. La Comisión alienta el trabajo realizado por el Ministerio Público en la protección de los operadores de justicia; sin embargo ha recibido información según la cual la Fiscalía Especial no cuenta con recursos humanos y técnicos suficientes y que en la mayoría de los casos las investigaciones no han arrojado resultados. 

65.
En cuanto a la cuarta recomendación, la Comisión ha recibido información según la cual tanto la PNC como el Ministerio Público no cuentan con recursos suficientes para impartir cursos especializados. 


66.
En cuanto a la quinta recomendación, en marzo de 2001, la Corte Suprema de Justicia adoptó un Código de Ética Judicial; sin embargo, la Comisión carece de información relativa a su aplicación y cumplimiento. 


67.
En cuanto a la implementación de medidas para evitar, investigar y sancionar la corrupción, la Comisión tuvo conocimiento de la reciente reestructuración de la Unidad Anticorrupción del Ministerio Público. Sin embargo, la Comisión carece de información sobre la adopción por parte del Estado de otro tipo de medidas tendientes a superar prácticas de corrupción en el poder judicial.

Impunidad y denegación de justicia

68.
En relación con la situación de impunidad y denegación de justicia que caracteriza, en particular, a los casos de violaciones de los derechos humanos, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Implementar la recomendación del Relator Especial de las Naciones Unidas de destituir de cargos públicos y militares a aquellas personas que se sabe han cometido violaciones de los derechos humanos durante el conflicto armado y de asegurarse que no sean nombradas para cargos públicos en el futuro.

2.
Intensificar los esfuerzos encaminados hacia el esclarecimiento de las violaciones de los derechos humanos del pasado a fin de enjuiciar y sancionar a los responsables de acuerdo con las normas aplicables, y asegurar que las víctimas reciban una indemnización justa.


69.
En cuanto a la destitución de funcionarios públicos y militares por violaciones de derechos humanos durante el conflicto armado, la Comisión no ha recibido información de parte del Estado ni de otros sectores que indiquen que las autoridades públicas y militares hayan iniciado un proceso de depuración de sus estructuras.


70.
Con relación al enjuiciamiento y sanción de los responsables por violaciones de derechos humanos del pasado, la Comisión observa con profunda preocupación que continúa la grave impunidad de las violaciones cometidas durante el conflicto armado permanece incólume. En efecto, tanto por medio del sistema de casos como en las audiencias generales la Comisión ha recibido información según la cual hasta la fecha las autoridades judiciales se han abstenido de procesar y sancionar a los autores responsables de casi la totalidad de violaciones a los derechos humanos cometidas durante el conflicto armado. 

71.
Si bien la Comisión observa que se han hecho esfuerzos importantes en casos como el de la antropóloga Myrna Mack, en el que fue condenado en primera instancia uno de los autores intelectuales de la ejecución, en casos paradigmáticos como la Masacre de las Dos Erres el proceso penal contra los miembros del Ejército no ha avanzado desde que se inició en 1994.
 

72.
Al respecto, MINUGUA ha informado que el derecho a la justicia sigue siendo precario en Guatemala y que los proceso judiciales se retrasan continuamente debido a los recursos de apelación dilatorios.
 La Comisión entiende que toda persona tiene derecho a un recurso que la ampare contra los actos que violen los derechos humanos, tal y como lo dispone el artículo 25 de la Convención Americana. Sin embargo, la Comisión considera particularmente preocupante el uso abusivo del recurso de amparo, e insta a las autoridades judiciales a evitar que el mismo se consolide como mecanismo legítimo para obstruir la justicia en casos de graves violaciones de derechos humanos. 

73.
La Comisión urge, una vez más, al Estado de Guatemala a que adopte las medidas necesarias para asegurar el enjuiciamiento y sanción de los responsables de las violaciones de derechos humanos del pasado.

V. DERECHO A LA VIDA
Linchamientos

74.
En relación con el fenómeno de los linchamientos la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Analizar y documentar la naturaleza, características y alcance de los linchamientos e intentos de linchamiento y formule estrategias integradas destinadas a evitar que éstos se repitan y a fomentar medidas de resolución no violenta de conflictos. 

2.
Ampliar e intensificar las acciones que están en marcha para educar y capacitar a los agentes de policía, fiscales y funcionarios judiciales, así como a las autoridades y líderes a nivel local, en estrategias para evitar los linchamientos y para responder a los incidentes que ocurran con el fin de evitar el derramamiento de sangre. 

3.
Incorporar una mayor participación de los miembros de las comunidades afectadas en la formulación e implementación de los programas antes mencionados. 

4. Establecer un proceso, incorporando la participación de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, los fiscales y los funcionarios judiciales en el ámbito nacional y local, para revisar los casos de linchamientos e intentos de linchamiento, con el fin de verificar el estado de cada investigación y/o juicio que esté en marcha y determinar las acciones que se deberán tomar para impulsar cada caso hacia una resolución definitiva. 

Estrategias integradas

75.
Con respecto a la primera recomendación relacionada con la formulación de estrategias destinadas a evitar su repetición y al fomento de la resolución no violenta de conflictos, la Comisión valora los esfuerzos realizados por el Estado desde sus distintas dependencias para erradicar la vigencia de este fenómeno de violencia social. El informe de verificación de MINUGUA señala al respecto, que el Gobierno de Guatemala ha realizado en los últimos años un importante esfuerzo para tener una mayor presencia en el interior del país y reforzar los recursos humanos y materiales de las instituciones de justicia. Es por ello que actualmente casi todos los municipios cuentan con estaciones de policía y juzgados de paz, se han creado numerosos centros de conciliación y ha aumentado el número de fiscales, defensores públicos y juzgados de primera instancia.  Sin embargo, la Comisión considera necesario, además de recalcar la importancia de tales esfuerzos estatales, reiterar que las acciones del Estado para lograr efectividad de conformidad a la complejidad del fenómeno deben ser enmarcadas en una planificada estrategia integrada. 

76.
La Comisión observa, en atención a la información suministrada, que el incremento de la cobertura institucional no ha tenido como correlato una disminución similar en el número de linchamientos. Específicamente, el Décimo Tercer informe sobre Derechos Humanos de MINUGUA señala que durante el período transcurrido entre julio del año 2001 y junio del año 2002 se presentaron 57 episodios de linchamiento o intento de linchamiento contra 139 personas con el resultado de 21 muertos, algunos de ellos menores de edad. En tal virtud se alerta e insiste al Estado en la necesidad de insertar las distintas estrategias de lucha establecidas en las diferentes instituciones estatales en una estrategia global que busque el complemento del apoyo de los liderazgos políticos y sociales. 

Educación, Capacitación y Participación Civil

77.
En relación con la segunda recomendación, la Comisión reconoce el impacto positivo que generó el Programa de Prevención de linchamientos establecido en 1999 por la Comisión de Modernización del Organismo Judicial, el Ministerio de Educación y la Policía Nacional Civil en colaboración con MINUGUA. Es importante señalar que paulatinamente se fueron incorporando a estas actividades otras instituciones y entidades, entre las cuales se puede mencionar a la Policía Nacional Civil, al Ministerio de Educación, COPREDEH, INGUAT, FONAPAZ y SEPAZ.
 

78.
La Comisión destaca el importante poder de convocatoria que tuvieron estos talleres y reitera la necesidad de continuar aunando esfuerzos para lograr la continua implementación del proyecto. 

79.
En relación con la tercera recomendación relativa a la participación de los miembros de las comunidades en la implementación de estos programas, la Comisión considera que la actuación estatal se ha mostrado débil al respecto. Es preciso señalar que las iniciativas adoptadas por el Estado deben proyectarse en el objetivo de generar permanentes puntos de encuentro y espacios de interrelación entre los operadores de justicia y las comunidades, permitiendo la discusión e identificación de los problemas que éstas enfrentan para la búsqueda de soluciones efectivas y concertadas. Asimismo es imprescindible que las instituciones más cercanas a la población se fortalezcan como instituciones civiles para alcanzar una mayor legitimidad social.

Procesos de revisión

80.
En relación con la cuarta recomendación relativa al establecimiento de un proceso para revisar los casos de linchamientos e intentos de linchamientos, la Comisión observa con preocupación que a pesar de la gravedad del fenómeno el número de procesos iniciados contra los responsables y las sentencias dictadas al respecto es muy reducido. En tal sentido la Comisión considera que la presente recomendación no ha sido cumplida eficazmente  por el Estado y en consecuencia las secuelas de impunidad que caracterizan a los linchamientos no han sido revertidas mediante la correspondiente investigación, sanción y reparación de las víctimas.

81.
En efecto, entre enero y junio de 2001 MINUGUA  registró siete linchamientos donde una o más de las víctimas perdieron la vida y realizó una verificación de la subsecuente investigación estatal. Transcurridos aproximadamente nueve meses después de los hechos, 5 de los procesos habían sido archivados o simplemente no habían tenido ningún avance después de las diligencias iniciales --parte policial, acta de levantamiento del cadáver, certificado de defunción--. 

82.
Asimismo, la Comisión señala con preocupación que la falta de cumplimiento de la aludida recomendación se manifiesta con mayor vigor en los linchamientos con víctimas mortales en los cuales se han identificado algunas actuaciones institucionales que contribuyen a la impunidad de los mismos.  Al respecto, cuenta con información que ejemplifica la situación y que evidencia la urgente necesidad de que exista un consolidado compromiso institucional para enfrentar legalmente este fenómeno. Tal información señala que el 29 de marzo de 2001 en la Franja Transversal del Norte, Chisec, el señor Cornelio Betancourt fue asesinado cuando aparentemente se producía un asalto por dos desconocidos. Posteriormente, vecinos del lugar lo capturaron, golpearon y quemaron a estas personas. En el expediente del Ministerio público se encuentra el parte policial que recoge estos hechos y menciona dos posibles testigos, el acta de levantamiento del cadáver, el dictamen forense y el informe del SIC que relata los hechos y establece como tarea entrevistar a los testigos. Tres meses después del linchamiento ni el Ministerio Público ni el SIC habían realizado nuevas diligencias como citar a las dos personas que figuraban en el parte policial como testigos, y el expediente iba a ser archivado por se individualizó al sindicado.
 Al respecto, Amnistía Internacional ha manifestado que la impunidad en Guatemala es un factor esencial de las nuevas y crecientes violaciones de derechos humanos. En tal sentido la Comisión reitera al Estado la necesidad de focalizar la voluntad política en el impulso del órgano jurisdiccional pertinente para revisar y tramitar los casos de linchamientos adecuadamente en marcha hacia una resolución definitiva.


83.
En conclusión, a pesar de los importantes esfuerzos que ha realizado el Estado en el manejo de este fenómeno de violencia social, la Comisión, frente a la complejidad misma del fenómeno y a su arraigo en el tejido social, recalca la imperiosa necesidad de diseñar una política de seguridad pública que contemple estrategias para enfrentar el delito y que considere acciones de prevención y de sanción al crimen. También se considera fundamental la elaboración de planes generales u operacionales que se refieran de manera específica al fenómeno de los linchamientos y que se impulse la  coordinación del sistema de administración de justicia y las demás instituciones estatales para lograr resultados en la investigación y sanción de los mismos.  


Limpieza social

84.
En relación con el fenómeno de la limpieza social, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Incrementar los recursos humanos y materiales dedicados a la investigación de esos delitos para garantizar la existencia de una base de evidencia adecuada para la identificación de los responsables y su eventual enjuiciamiento y castigo. 

2.
Adoptar las medidas necesarias para garantizar que los delitos que están vinculados entre sí por un modus operandi común sean investigados a la luz de su posible conexión. 

3. Redoblar sus esfuerzos para investigar los delitos que tengan un evidente vínculo con agentes del Estado y/o grupos ilegales, tales como ex comisionados militares y miembros del PAC. Solamente la investigación, el enjuiciamiento y el castigo efectivos pueden detener la persistencia de los abusos cometidos por estos grupos. 

85.
En relación con las recomendaciones anteriormente señaladas en relación con el tema de la "limpieza social", la Comisión observa con profunda preocupación que no se ha dado cumplimiento a las mismas, evidenciándose un estancamiento y falta de avances concretos en el tratamiento de esta delicada cuestión. 

86.
La Comisión señala la necesidad de concentrar los esfuerzos estatales de conformidad a las recomendaciones ya efectuadas en relación con la persecución y exterminación de personas que pertenecen a grupos específicos, como supuestos delincuentes, homosexuales y niños de la calle ya que ello constituye, como lo estableciera en su Quinto Informe, una violación particularmente reprochable del derecho a la vida y del derecho a un trato humano que ha sido repetidamente condenada por la Comisión
. Específicamente, respecto a los niños que viven en las calles o permanecen gran parte del día en ellas, en lo que va corrido del año 2002 la CIDH ha recibido información sobre una serie de actos de violencia contra los niños, niñas y jóvenes que viven en la calle en absoluto estado de indefensión, entre los que se encuentran el ataque a seis jóvenes con arma de fuego mientras dormían en la noche del 20 de julio del presente año, en la 9 avenida y 30 calle, Zona 8 de la Ciudad de Guatemala, en hechos en los que resultaron tres jóvenes muertos y tres gravemente heridos; el ataque a niña a la que dos hombres le arrojaron 50 libras de piedras cuando dormía temprano en la mañana del 15 de agosto del 2002 en la estación de buses ubicada en la Zona 4 de Ciudad de Guatemala; y el ataque con arma de fuego contra un total de veintidós niños, niñas y jóvenes que se encontraban durmiendo en una casa ubicada en el centro de la Ciudad de Guatemala, en horas de la mañana del 16 de octubre del 2002. Asimismo, la Comisión tuvo conocimiento del asesinato del joven Engelberth Armando López González en hechos ocurridos a las dos de la mañana del 4 de noviembre en la esquina de la 8va calle entre la 11 y 12 Avenida de la Zona 1 de Ciudad de Guatemala.

87.
Por todo lo anterior, la Comisión enfatiza al Estado la necesidad de redoblar los esfuerzos para investigar, enjuiciar y reparar estos crímenes y en consecuencia evitar su persistencia y afectación social.  

Ejecuciones extrajudiciales

88.
En relación con las ejecuciones extrajudiciales llevadas a cabo por agentes del Estado en situaciones de privación de libertad y a través del abuso de autoridad, la Comisión urgió al Estado a: 

1.
Implementar actividades de capacitación adicionales para garantizar que los miembros de la Policía Nacional Civil estén plenamente informados de los procedimientos que deben seguir al efectuar arrestos y detenciones. 

2.
Adoptar otras medidas de capacitación, vigilancia y aplicación de la ley para garantizar que los agentes del Estado autorizados para usar la fuerza la apliquen en estricto cumplimiento de los principios de necesidad, excepcionalidad y proporcionalidad establecidos en el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley de las Naciones Unidas. 

3.
Tomar acciones adicionales para garantizar que cualquier privación de la libertad efectuada por un agente del Estado sea inmediatamente registrada y sometida a supervisión judicial sin demora. 

4. Implementar las medidas necesarias para suspender a los oficiales que estén bajo investigación por incidentes que impliquen el uso excesivo de la fuerza o el abuso de autoridad. 

89.
En relación con las recomendaciones anteriormente señaladas, la Comisión ha recibido información de la cual surge que el Estado no ha presentado avances significativos en la temática. MINUGUA recibió denuncias de 89 presuntas violaciones de los derechos humanos durante el período transcurrido entre el mes de julio de 2001 y junio de 2002, y confirmó 13 ejecuciones extrajudiciales y 25 intentos de ejecución. 
 

90.
Específicamente, con relación a las dos primeras recomendaciones de la sección referidas a la capacitación, información y vigilancia de los agentes estatales, de conformidad a lo establecido en el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley de las Naciones Unidas, la Comisión advierte con preocupación que no se han verificado resultados positivos en la materia. 

91.
Los agentes del Estado siguen cometiendo graves violaciones de derechos humanos; el uso excesivo de la fuerza por los miembros de la PNC es una las causas de las ejecuciones extrajudiciales. Al respecto MINUGUA ha informado que algunos detenidos recibieron disparos mientras estaban bajo custodia; Otoniel Ramos Suchite, por ejemplo, murió el 17 de octubre de 2001 en Quebrada de Agua, Zacapa. Alrededor de 50 policías de La Unión, Gualán y Zacapa habían sido enviados a detener a Ramos Suchite, acusado de homicidio y robo y según algunos testigos de la zona la policía le habría disparado cuando salía de su casa desarmado.  De otra parte, el 29 de enero de 2002, en la aldea de Chocón, Izabal, en una incursión ilegal a la aldea algunos integrantes del Departamento de Operaciones Antinarcóticas  de la policía (DOAN) dispararon contra un grupo de personas, dos de las cuales resultaron muertas. En un primer momento, la policía adujo que los muertos, Abinail Cerna Castañeda y Leonel Arnoldo Díaz Valenzuela, eran traficantes de drogas que habían opuesto resistencia. Sin embargo, la Oficina de Responsabilidad Profesional (ORP) de la Policía Nacional Civil ha puesto a 17 oficiales de ese Departamento a disposición de la justicia en relación con el caso. La Comisión reconoce la agilidad y seriedad de la actuación de la ORP y del Ministerio Público en este caso, que según la información suministrada por el Fiscal General a la Comisión, el 28 de julio del 2002 presentó acusación contra 16 agentes del DOAN. El 17 de octubre de 2002 el DOAN fue disuelto mediante acuerdo emitido por el Ministro de Gobernación. La Comisión considera que en este caso el Gobierno adoptó medidas ejemplarizantes que deberían ser aplicadas con el mismo rigor en los demás casos de violaciones de derechos humanos y de corrupción.

Desaparición forzada

92.
En relación con las desapariciones forzadas, la Comisión exhortó al Estado a: 

1. 
Adoptar las medidas necesarias para investigar pronta y minuciosamente los casos aislados denunciados, con el fin de garantizar que se aclare el destino de las víctimas y que los culpables respondan por su delito. 

2.
Garantizar que, en el caso de que cualquier agente del Estado no registre una privación de la libertad ni someta la detención a supervisión judicial sin demora, habrá una pronta aplicación de medidas coercitivas para que responda por esa falta. 

3. Considerar debidamente el retiro de su reserva a la aplicación del artículo V de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, a la luz de sus obligaciones como Estado Parte y sus obligaciones emanadas de la legislación interna y del sistema interamericano en general. 

93.
La Comisión carece de información en relación con el cumplimiento de las dos primeras recomendaciones por parte del Estado. 

94.
Con relación a las recomendaciones efectuadas respecto de las desapariciones forzadas la Comisión, ante la falta de cumplimiento de la recomendación respectiva, se permite reiterar al Estado la consideración del retiro de su reserva al artículo V de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 


Pena de muerte

95.
En relación con la imposición y aplicación de la pena de muerte, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Considerar la presentación de una solicitud de opinión consultiva ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos para reconciliar las interpretaciones divergentes de los tribunales nacionales con respecto a la compatibilidad de la ampliación de la pena de muerte para aplicarla al secuestro que no conduzca a la muerte de la víctima con la Constitución y la Convención Americana. 

2.
Considerar, a la luz del requerimiento de una escrupulosa adhesión a todas las garantías del debido proceso ante esta sanción irrevocable, imponer una moratoria a las ejecuciones hasta que se hagan y entren en vigencia las reformas básicas contempladas en los acuerdos de paz para corregir las serias deficiencias de la administración de justicia. 

3. Tomar las medidas legislativas y/o administrativas necesarias para establecer un proceso para solicitar clemencia y hacer las declaraciones relacionadas en casos en que se haya impuesto esta pena. 

96.
En relación con la pena de muerte la Comisión Interamericana, como lo estableciera anteriormente en el Quinto informe sobre Guatemala, considera necesario señalar que si bien la pena de muerte no se encuentra prohibida por la Convención Americana, su aplicación debe realizarse con una estricta observancia del artículo 4 del mencionado instrumento internacional. A continuación se evaluará el grado de cumplimiento de las recomendaciones efectuadas al Estado en tal sentido. 

Solicitud de Opinión Consultiva

97.
Respecto de la primera recomendación, la Comisión observa que el Estado de Guatemala aún no ha dado cumplimiento a la misma presentando una solicitud de opinión consultiva ante la Corte Interamericana a fin de reconciliar las interpretaciones divergentes de los tribunales nacionales con respecto a la compatibilidad con la Convención de la ampliación de la pena de muerte para aplicarla al secuestro que no conduzca a la muerte de la víctima. 

98.
Al respecto, la Comisión ha recibido información que señala que existen doce personas que se encuentran condenadas a pena de muerte por el delito de secuestro sin resultado de muerte, aunque ninguna ha sido ejecutada en aplicación de tal norma, y cuyas sentencias han sido confirmadas o están en tal proceso ante la Corte Suprema de Justicia o la Corte de Constitucionalidad. En tal virtud la Comisión reitera al Estado la importancia de llevar a la práctica la recomendación de referencia.

Moratoria de las Ejecuciones 

99.
Con relación a la recomendación de moratoria en las ejecuciones de pena de muerte hasta que el sistema de justicia implemente las reformas contempladas en los acuerdos de paz, la Comisión observa satisfactoriamente que tal recomendación ha sido atendida por el Estado. Sin embargo, considera necesario advertir que se trata de una decisión del Alto Gobierno que requiere de un marco legal. Al respecto la Comisión ha recibido información según la cual a partir de la última ejecución judicial que se produjo en junio de 2000 el sistema de justicia guatemalteco ha condenado a varias personas a la pena capital y que los más altos tribunales del país han ratificado estas sentencias, revirtiendo la doctrina anterior en virtud de la cual consideraban que constituían una violación a la Convención Americana.

Solicitud de Clemencia

100.
En relación con la cuarta recomendación, la Comisión advierte con preocupación que el Estado de Guatemala hasta el momento no ha sancionado una ley que regule el procedimiento de indulto o clemencia, incumpliendo la recomendación de referencia. 

101.
La información suministrada indica que desde mayo de 2000 no se ha tramitado ninguna solicitud de indulto, alegándose por el Gobierno que no existe procedimiento legal establecido al efecto y que carece de competencia para conocer de tales solicitudes. La Defensa Pública por su parte ha utilizado otros procedimientos  judiciales como recursos de revisión o de amparo pero no ha recurrido a la solicitud de indulto por tal razón.

102.
En tal virtud la Comisión reitera respecto al proceso de petición de clemencia que no puede interpretarse que este recurso simplemente ya no existe dado que es requerido por el derecho internacional aplicable.
 La Convención Americana  específicamente establece que "toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos".
 El derecho internacional exige que se provea al condenado una última oportunidad para evaluar su situación; por ello la Comisión destaca la importancia del cumplimiento de la presente recomendación, indicando que el procedimiento a implementarse en tal sentido debe comprender garantías procesales mínimas a fin de que este derecho pueda ser efectivamente ejercido.
VI. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL

103.
En cuanto a la situación del derecho a la integridad personal en su Informe sobre Guatemala la Comisión manifestó preocupación en torno a cuatro cuestiones centrales. La  primera se refiere a la vulnerabilidad de la población, que en buena parte consideraba su integridad personal amenazada por la violencia y los delitos comunes. La segunda se relaciona con la persistencia de informes sobre el empleo de la tortura o de un trato inhumano por parte de agentes de las fuerzas de seguridad para obtener información o “confesiones” de los sospechosos detenidos. La tercera se refiere a las amenazas a la seguridad de las personas en el sistema carcelario. Finalmente, la cuarta preocupación se refiere al número creciente de amenazas y ataques perpetrados contra integrantes de organizaciones que actúan en el fomento y la protección de los derechos de la población. 

104.
En el Quinto Informe la Comisión reiteró la necesidad de una investigación rápida y efectiva, del procesamiento y la sanción de los delitos contra la integridad personal, como el único medio efectivo de control. 


Seguridad de personas detenidas


105.
En relación con la situación de seguridad de las personas detenidas, la Comisión formuló al Estado las siguientes recomendaciones:

1.
Ajustar más el proceso de selección de los posibles integrantes de las fuerzas de la seguridad pública y de los guardias y demás personal de las penitenciarías, para asegurar que las personas seleccionadas tienen capacidad para hacer cumplir la ley pero también para respetarla. 

2.
Reforzar más los programas de adiestramiento del personal de seguridad y carcelario para crear una cultura institucional de conocimiento y respeto de las normas de derechos humanos. 

3.
Adoptar las medidas necesarias para garantizar que todos los detenidos sean inmediatamente informados de sus derechos, inclusive del derecho a un abogado y a presentar denuncias en caso de malos tratos, y para garantizar que toda detención esté sujeta a una rápida supervisión judicial. 

4.
Adoptar medidas adicionales de capacitación y control para asegurar que las declaraciones no sean tomadas por personal no judicial, y para garantizar que las declaraciones o confesiones obtenidas bajo apremios no sean aceptadas como prueba. 

5.
Adoptar las medidas necesarias para garantizar que, mientras se investigan las denuncias de que un agente del Estado sometió a una persona en custodia a la tortura o a un trato inhumano, el agente en cuestión sea suspendido de toda tarea que lo ponga en contacto con otras personas bajo custodia. 

6.
Garantizar que todas las denuncias de tortura o trato inhumano sean objeto de una investigación rápida y efectiva para aclarar los hechos, identificar a los responsables y asegurar el procesamiento y la sanción de acuerdo con el debido proceso de la ley interna. 

106.
La Comisión tuvo conocimiento que en el lapso transcurrido entre mediados del año 2001 y 2002, los casos de tratos crueles, inhumanos y degradantes inflingidos por los agentes de la policía a las personas que se encuentran privadas de libertad aumentaron en un 128% con respecto a períodos anteriores. Concretamente MINUGUA ha informado que recibió 551 denuncias de presuntas violaciones de tal naturaleza, de las cuales corroboró 270 y la mayoría fueron cometidas por integrantes de la Policía Nacional Civil.
 

107.
Al respecto, la Comisión reitera al Estado la urgencia de adoptar medidas efectivas de capacitación y vigilancia de los agentes estates y enfatiza la necesidad de un exhaustivo control interno para garantizar que los miembros de la policía del Estado hagan uso legítimo de la fuerza. 

108.
La Comisión también considera necesario destacar que deben implementarse medidas para investigar y en su caso sancionar a los responsables del uso abusivo de la fuerza o de abusos de autoridad. 

109.
Dado que sobre las anteriores recomendaciones la Comisión no recibió información alguna de parte del Estado, las reitera y exige su cumplimiento.


Defensores de derechos humanos

110.
En relación con la protección de los defensores de los derechos humanos específicamente, la Comisión recomendó al Estado: 

1.
Adoptar medidas adicionales para reconocer y valorar la labor de los defensores de los derechos humanos y los dirigentes sociales, inclusive mediante la formulación de actividades de capacitación adicionales para asegurar el respeto por los defensores de los derechos humanos entre los integrantes de las fuerzas de seguridad, y la formulación de declaraciones inequívocas de parte de funcionarios de alto nivel, en las que confirmen la legitimidad e importancia de la labor de los defensores de los derechos humanos y de sus organizaciones. 

2.
Garantizar el acceso a medidas de protección adecuadas y efectivas cuando esté en riesgo la seguridad personal. 

3.
Actuar con renovado empeño para garantizar la investigación, el procesamiento y la sanción de las amenazas, ataques y demás actos de intimidación contra los defensores de los derechos humanos y dirigentes sociales. 

4.
Considere la posibilidad de establecer unidades especializadas de la Policía Civil Nacional y del Ministerio Público, con los recursos y la capacitación necesarios, a efectos de coordinar los esfuerzos y responder con la debida diligencia a este problema crítico. 

111.
El Estado guatemalteco informó a la Comisión que en el marco de la protección de los defensores de los derechos humanos había creado la Fiscalía Especial de Derechos Humanos con el objeto de investigar las amenazas y demás actos de agresión contra los defensores. La Comisión felicita esa iniciativa e insta al Estado a entregar a la Fiscal de Derechos Humanos todos los recursos humanos, técnicos y científicos necesarios para adelantar investigaciones serias y eficaces, capaces de establecer el origen de las amenazas, registros ilegales, actos de hostigamiento y de más agresiones cometidas contra los defensores.

112.
Sin embargo, la Comisión ha venido observando con preocupación un franco deterioro en la situación de los activistas de derechos humanos en los últimos años, en el que por lo demás, se ha presentado un retorno de los señalamientos de la época del enfrentamiento armado en torno a la actividad desarrollada por los defensores. Ello se hace evidente en el aumento significativo de amenazas, intimidaciones, asesinatos, allanamientos ilegales, interceptación de llamadas telefónicas y secuestros de activistas y sus familiares. La Comisión fue informada que de enero a julio de 2002 se han registrado 135 casos, de esta naturaleza. 

113.
La Comisión tiene conocimiento de que más del 60% de los ataques están dirigidos contra grupos dedicados a la búsqueda de la verdad y a la obtención de justicia, luego del conflicto armado. Según informaciones recibidas por la CIDH, no obstante las respuestas del Estado en el ámbito formal no ha habido más que un reconocimiento de patrones en los hechos de violencia contra los defensores, así como de la existencia de grupos clandestinos. No ha habido respuestas concretas ni resultados.

114.
La Comisión remarca una vez más que en la realización plena del Estado de Derecho los defensores de derechos humanos tienen un papel fundamental. El accionar de los defensores, a través de la defensa de individuos y grupos de personas que son víctimas de violaciones de derechos humanos, de la denuncia pública de las injusticias que afectan a importantes sectores de la sociedad y del necesario control que ejercen sobre los funcionarios públicos y las instituciones democráticas, entre otras actividades, los convierte en una pieza irremplazable para la construcción de una sociedad democrática sólida y duradera. Cuando los defensores de derechos humanos son silenciados por la intimidación y el miedo, se priva a miles de personas de la oportunidad para encontrar respuestas a las violaciones e injusticias en que se encuentran sometidos vastos sectores de la sociedad. 

115.
La Comisión considera que la impunidad, la debilidad de las instituciones de control, la movilización de las PAC, la existencia de grupos clandestinos, y en particular los actos intimidatorios en contra de los defensores de derechos humanos representan un preocupante deterioro de las condiciones para ejercer la defensa de los derechos humanos que continúa afectando seriamente a la sociedad guatemalteca. 

VII. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL

116.
En el informe sobre Guatemala la Comisión indicó que con posterioridad a la firma de los acuerdos de paz los problemas relativos al respeto del derecho a la libertad tienen origen en las deficiencias de las instituciones y los sistemas vigentes para administrar justicia. La Comisión analizó la privación de la libertad en las etapas iniciales de la investigación judicial, en particular el arresto y detención inicial, así como el uso de la detención preventiva. 

117.
Finalmente, la Comisión concluyó que el compromiso asumido por el Estado en virtud de los acuerdos de paz de reformar la policía y fortalecer la administración de justicia seguía siendo de vital importancia como base para incrementar el respeto del derecho a la libertad. En relación con la Policía Nacional Civil, la Comisión hizo un énfasis particular en la necesidad de dedicar recursos y atención particular al reclutamiento y capacitación de sus miembros, así como sobre los mecanismos de supervisión y las medidas de aplicación para garantizar que los funcionarios cumplan con la ley y los procedimientos aplicables. 

118.
A la luz de las conclusiones arribadas, la Comisión recomendó al Estado:

1.
Adoptar medidas adicionales de capacitación, supervisión y aplicación para garantizar que los agentes de la Policía Civil Nacional sigan los procedimientos establecidos en la ley al efectuar arrestos y, en particular, para garantizar que los arrestos sean llevados a cabo solamente en virtud de una orden judicial o en situaciones legítimas de delitos flagrantes. La Comisión particularmente destacó la necesidad de fortalecer el sistema interno de seguimiento y supervisión de la Policía Civil Nacional. 

2.
Poner en práctica y garantizar la capacidad de funcionamiento de un registro centralizado que contenga, entre otras cosas, el nombre de todos los detenidos, la razón de la detención y el lugar en que se realizó, cuándo fue iniciada y la autoridad judicial que la ordenó. Los familiares de los detenidos, sus abogados, los jueces y demás autoridades pertinentes, y otras partes con un interés legítimo, deben tener un pronto acceso a este registro. 

3.
Poner en práctica medidas concertadas para garantizar que cualquier persona que sea privada de su libertad sea sometida a supervisión judicial en el plazo de 6 horas que prevé la Constitución. A manera de salvaguarda, la Comisión recomendó que se adopten medidas adicionales de capacitación, supervisión y aplicación para garantizar que las autoridades penitenciarias no acepten a detenidos sin una orden judicial que autorice su detención, como lo exige la ley. 

4. Elaborar directrices para los oficiales de la Policía Civil Nacional con respecto a las ocasiones en que se debe desistir del arresto y la detención en el caso de delitos menores y emitir en su lugar una citación de comparecencia ante un tribunal u otras medidas alternativas similares. 

5.
Desarrollar medidas de capacitación, supervisión y aplicación para garantizar el uso de medidas no privativas de la libertad en lugar de la prisión preventiva, de conformidad con las normas internas e internacionales. En particular, el Estado deberá alentar y apoyar programas de capacitación especializados para el personal judicial para garantizar que la prisión preventiva se aplique como una medida excepcional, justificada solamente cuando se cumplen las normas legales aplicables en el caso individual. 

6.
Dedicar especial atención al establecimiento de sistemas para garantizar la investigación judicial, el enjuiciamiento y la sanción de los miembros de las fuerzas de seguridad que violen la ley al efectuar arrestos ilegales y arbitrarios. 

7.
Establecer un mecanismo de supervisión para revisar periódicamente la situación de las personas que se encuentran bajo prisión preventiva, para garantizar que se agilicen los procesos penales y que las personas que no sean juzgadas en un tiempo razonable sean puestas en libertad mientras concluye el proceso. 

Capacitación y supervisión de Policía Nacional Civil (PNC)

119.
En relación con la primera recomendación de la Comisión sobre la necesidad de fortalecer los órganos de control, en el informe de verificación de MINUGUA sobre la Policía Nacional Civil, advirtió que el control, la supervisión y evaluación de los procedimientos policiales no están interiorizadas institucionalmente en la PNC.
 En cuanto a las medidas adicionales de capacitación, la Comisión observa con preocupación la reducción significativa del presupuesto de la Academia de la PNC a 9 millones de quetzales, esto es, 69 millones por debajo de lo solicitado para su funcionamiento.
 En ese sentido, la Comisión insta al Estado a brindar el apoyo institucional y los recursos necesarios para que la Academia de la PNC pueda continuar la labor fundamental de formación de nuevos policías, en los cursos de ascensos y en las especialidades.

120.
En lo relativo a las medidas para garantizar que los agentes de la PNC sigan los procedimientos establecidos en la ley al efectuar los arrestos, conforme a las estadísticas de la Oficina de Responsabilidad Profesional de la PNC durante el período comprendido de enero a mayo de 2002 fueron recibidas denuncias por  abusos policiales, procedimientos anómalos y detenciones ilegales en 221 casos.
 El IICPG indicó a la CIDH que aun cuando los anteriores casos se encuentran bajo investigación de la Oficina de Responsabilidad Profesional, por tales denuncias no ha sido sancionado hasta el momento ningún miembro de la Policía Nacional Civil. 

121.
Ante la falta de cumplimiento de dicha recomendación, la Comisión  reitera la necesidad de que la PNC siga los procedimientos legales para efectuar los arrestos y cumpla con su obligación de comunicar de forma previa y detallada el motivo de la detención, informe sobre sus derechos constitucionales a la persona detenida y permita al imputado comunicarse con sus familiares o con su abogado defensor. 

Registro centralizado de detenciones

 
122.
En cuanto a la segunda recomendación, la Comisión ha recibido información según la cual la Dirección del Sistema Penitenciario está avanzando en la elaboración de una base de datos de personas privadas de libertad. La Comisión insta al Gobierno a integrar a dicho esfuerzo a la Dirección de la PNC, así como a las demás autoridades competentes, y a dotar de los recursos necesarios para la puesta en funcionamiento de un registro único de personas detenidas.  Asimismo, la Comisión recomienda que además de los datos referentes al nombre de la persona detenida, la razón de la detención, la fecha de la detención, la indicación de la autoridad que la ordenó, se incluyan datos relativos al origen étnico y idioma de la persona detenida, a fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho de defensa. 

Plazo para poner la persona detenida a disposición de autoridad competente

123.
En cuanto a la tercera recomendación referente a la implementación de medidas para asegurar que las personas capturadas sean sometidas a supervisión judicial en el plazo de 6 horas, la Comisión observa que no se ha realizado avance alguno y que por el contrario el promedio para que una persona sea presentada a su primera declaración  es de  7 días. 
 Al respecto, el Estado no suministró información alguna.

Medidas sustitutivas de la privación de la libertad

124.
En el numeral 4 del Capítulo VIII del Informe sobre Guatemala, dada la preocupación de la sociedad guatemalteca por el incremento del delito común y la incapacidad de las autoridades para controlarlo, así como la ineficacia y desproporción de la aplicación de la prisión preventiva en el caso de delitos menores, la Comisión recomendó la aplicación de medidas de coerción sustitutivas de la privación de la libertad, tales como citaciones de comparecencia ante un tribunal, arrestos domiciliarios o fianzas.

125.
El Estado ha informado sobre la creación de Oficinas de Defensoría Penal en las sedes policíacas cuyo objetivo es evitar que las personas detenidas por falta y delitos leves o infracciones reglamentarias sean conducidas al Centro Preventivo, con lo que se busca descongestionar el sistema penitenciario y garantizar sus derechos a esta categoría de detenidos. En el proyecto, que cuenta con  120 abogados distribuidos en las Oficinas de Guatemala, Villa Nueva y Mixco, desde marzo de 2002 se han atendido 1341 casos, de los cuales 555 casos no fueron sancionados con prisión.

126.
En ese mismo sentido el ICCPG
 informó que el uso de la prisión preventiva se ha reducido, en tanto que el porcentaje de personas privadas de libertad de manera preventiva para agosto del 2002 era de 47%.  Sin embargo, la duración de la prisión preventiva supera los noventa días señalados en  la ley, e inclusive en los casos de secuestro ha llegado a durar dos años. En relación con la prolongación indebida de la detención preventiva, en el Informe sobre Guatemala  la Comisión ya había advertido que en sí mismo constituye un incumplimiento evidente de la Convención Americana, toda vez que viola tanto el principio de presunción de inocencia como del debido proceso legal.


127.
En relación con el desarrollo de medidas de capacitación y supervisión y aplicación para garantizar el uso de medidas no privativas de libertad en lugar de la prisión preventiva, la Comisión recibió información según la cual hasta la fecha no existe un solo programa en este sentido.

Control judicial sobre los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley

128.
En cuanto a la recomendación sobre medidas para garantizar el enjuiciamiento  y sanción de miembros de las fuerzas de seguridad que cometan arrestos ilegales y arbitrarios, la Comisión alienta el trabajo de depuración realizado por la Dirección de la PCN que ha destituido a un número importante de agentes y comisarios por su participación en acciones delictivas y la insta a fortaleces las instancias de control interno de la  entidad, la que debe contar con un reglamento que permita procesar y sancionar a los agentes responsables de infracciones disciplinarias.

129.
En cuanto a los agentes que realicen  detenciones ilegales y  actos de tortura, la Comisión urge al Estado Guatemalteco, en particular al Ministerio Público y el Organismo Judicial, a cumplir con sus obligaciones de investigar e imponer las sanciones correspondientes.

VIII.
LA SITUACIÓN DE LAS PERSONAS DETENIDAS EN EL SISTEMA PENAL GUATEMALTECO 


130.
En el Quinto Informe sobre Guatemala, la Comisión indicó que un sistema penitenciario que funcione de forma adecuada es un aspecto necesario para garantizar la seguridad de la ciudadanía y la buena administración de la justicia.  Señaló que las cárceles deben ser adecuadas para albergar a las personas que representan un peligro para la sociedad y ofrecer la posibilidad de rehabilitación a aquellos que se reincorporarán a ésta en el futuro y advirtió que cuando las cárceles no reciben la atención o los recursos necesarios su función se distorsiona. En vez de proporcionar protección, se convierten en escuelas de delincuencia y comportamiento antisocial, que propician la reincidencia en vez de la rehabilitación. 


131.
En ese sentido la Comisión recomendó al Estado:

1.
Establecer programas especializados de reclutamiento, revisión médica y capacitación para todo el personal asignado a las instalaciones penitenciarias, prestando especial atención a aquellos que trabajan en contacto directo con los reclusos.

2.
Mejorar los procedimientos de ingreso en los centros penales y de detención para asegurar que toda persona que ingresa a una instalación penitenciaria sea (a) evaluada por un funcionario competente para identificar si está enferma, herida o corre el riesgo de hacerse daño a sí misma, o puede requerir atención especial, a efectos de asegurar que reciba la supervisión y tratamiento necesarios; y (b) examinada por el personal médico para identificar enfermedades infecciosas y asegurar, en caso de ser necesario, su aislamiento de la población reclusa en general y el acceso a tratamiento médico. 

3. 
Establecer sistemas para separar a las personas en prisión preventiva de las personas que cumplen penas judicialmente impuestas, y asegurar que los menores de edad no estén detenidos en instalaciones penitenciarias para adultos, aunque sea temporalmente. 

4.
Asignar recursos suficientes para garantizar que toda persona recluida en un centro de detención tenga a su disposición: agua potable, instalaciones sanitarias adecuadas para la higiene personal y la salud, incluido el acceso a los servicios higiénicos en todo momento; espacio, luz y ventilación apropiados; alimentos con suficientes calorías y nutrición; y un colchón y ropa de cama adecuados. 

5. 
Mejorar los sistemas actuales para asegurar que: los cuidados médicos y psicológicos sean obtenidos fácilmente; todas las instalaciones cuenten con equipo médico, y que entre el personal de turno haya, en cualquier momento, alguien capacitado para responder a las emergencias médicas; y que cuando no sea posible proporcionar el tratamiento adecuado dentro del recinto penitenciario, se simplifiquen los procedimientos para asegurar el acceso inmediato a un hospital u otros cuidados. 

6.
Adoptar medidas adicionales para asegurar que cuando los niños sean alojados en los centros de detención junto con uno de sus padres, se tengan en cuenta sus intereses al establecer las políticas pertinentes, y que tengan acceso a los servicios de alimentación, salud y educativos necesarios para su desarrollo adecuado. 

7. 
Tomar las medidas necesarias, dado que las visitas conyugales están permitidas, para que éstas puedan realizarse en condiciones razonables y no haya distinciones entre reclusos en diferentes instalaciones o entre hombres y mujeres recluidos. 

8. 
Adoptar las medidas necesarias para asegurar la no discriminación en el trato de los reclusos con el fin de asegurar que las personas procedentes de los pueblos indígenas que se encuentran detenidas en el sistema penitenciario puedan comunicarse con el personal en su propio idioma y que todos los reclusos puedan practicar sus creencias religiosas. 

9. 
Tomar medidas adicionales para proporcionar oportunidades educativas y laborales a las personas en prisión preventiva y a los reclusos que procuran la rehabilitación. 

10. 
Adoptar una política de disciplina interna que no permita que unos reclusos persigan a otros en nombre del “orden”, y que asegure un trato igualitario entre reclusos; asegure que hay un sistema para que los reclusos puedan presentar quejas sobre problemas y abusos dentro de las instalaciones penitenciarias y poder responder a dichas quejas con una investigación y actos disciplinarios eficaces. 

11. 
Fortalecer, además, los procedimientos aplicables para asegurar que cualquier caso relacionado con heridas infligidas a un recluso o su fallecimiento es abordado con una investigación, un procesamiento y un castigo eficaces. 

12. 
Establecer un mecanismo independiente de supervisión permanente responsable de las inspecciones periódicas de los centros de detención. 

13. 
Dedique recursos humanos y materiales adicionales para lograr los objetivos anteriores, dando prioridad especial al incremento de guardias de seguridad disponibles, mejorando de esta manera la situación de hacinamiento y asegurando que se satisfacen las necesidades básicas de todos los reclusos. 

Reclutamiento y capacitación

132.
En relación con la primera recomendación referente al establecimiento de programas especializados de reclutamiento, capacitación y revisión médica para todo el personal asignado a las instalaciones penitenciarias, conforme a la información aportada por el Estado, en el año 2001 fue creada la Escuela de Estudios Penitenciarios como una dependencia educativa adscrita a la Dirección General del Sistema Penitenciario. La Escuela imparte cuatro niveles de formación que comprenden capacitación en leyes, derechos humanos, interculturalidad y multiculturalidad, criminología, realidad nacional, administración penitenciaria y ética penitenciaria. Mediante una convocatoria pública, el proceso de selección incluye evaluaciones especializadas y la realización de un curso inductivo de 12 semanas de duración. La sexta promoción se graduó el 30 de abril de 2002 con 51 nuevos guardias. 

133.
La Comisión valora los avances en el proceso de capacitación y selección del personal penitenciario, para cuya consolidación considera necesario dotar a la Escuela Penitenciaria de recursos suficientes e instalaciones propias y adecuadas para desarrollar la capacitación a guardias y sin el personal docente suficiente para aplicar la capacitación adecuada durante el proceso de reclutamiento.

Procedimiento de ingreso a los centros penales

134.
En cuanto a la segunda recomendación tendiente a mejorar los procedimientos de ingreso a los centros penales y de detención, la Comisión observa que los mismos continúan siendo inadecuados. Conforme al estudio realizado por el ICCPG sobre la situación penitenciaria en Guatemala, las personas privadas de libertad reciben tratamiento médico únicamente previo requerimiento y en el caso de padecer de una enfermedad grave. La Comisión reitera la necesidad de dotar al sistema penitenciario de programas de salud preventiva integrales. 


Adecuada selección de la población carcelaria 


135.
En cuanto a la tercera recomendación, la información disponible indica que la misma no ha sido cumplida, toda vez que de los 16 centros de privación de libertad existentes en Guatemala, sólo en 3 existe población penitenciaria en cumplimiento de condena; en los demás centros se continúa recluyendo tanto a personas condenadas como en prisión preventiva. En efecto, para agosto de 2002 en el Centro Preventivo de la Zona 18 encontraban recluidas 100 personas condenadas y 1211 en prisión preventiva; en la Granja Penal de Cumplimiento de Penas Cantel, 657 personas condenadas y 103 se encontraban en prisión preventiva; en la Cárcel de Alta Seguridad, 71 condenados y 21 presos en prisión preventiva.


Condiciones de detención

136.
En relación con la  cuarta recomendación tendiente a asegurar condiciones adecuadas de detención a las personas privadas de la libertad, la Comisión observa que la misma no ha sido implementada. Según la información aportada por el Estado, en Guatemala no existe un régimen legal sobre  el trato a las personas reclusas ni sobre las condiciones en que éstas deben cumplir la pena que se les ha impuesto. La Comisión tuvo conocimiento de que el 6 de junio de 2002 el Gobierno presentó al Congreso de la República un proyecto de ley que establece los derechos y obligaciones de las personas reclusas, los órganos administrativos y la organización del sistema penitenciario. 

137.
En cuanto a las condiciones sanitarias y de espacio, la Comisión observa con preocupación no sólo que no han sido asegurados los recursos necesarios para asegurar dichas condiciones, sino que la situación de hacinamiento en cárceles es particularmente grave. La Comisión ha recibido información según la cual para octubre de 2001 la sobrepoblación de personas privadas de libertad era de 1.077. Los centros con mayor sobrepoblación en su orden son la Granja Modelo de Rehabilitación, Pavón Fraijanes, 55.56%; Centro Preventivo de la zona 18, con 51.43%; Granja Modelo de Rehabilitación Cantel con 46.45%; Centro Preventivo Pavoncito, 41.82%. Este hacinamiento en la mayoría de los centros es provocado por el alto porcentaje de población privada de libertad preventivamente; en este año el porcentaje correspondió al 47%.
 

138.
En relación con la quinta recomendación, la Comisión ha tomado conocimiento de que la asistencia médica y psicológica no ha mejorado y que por el contrario, para cubrir todos los centros carcelarios del país, el sistema penitenciario cuenta con exiguos recursos humanos y materiales. 

139.
La Comisión valora la iniciativa legal del Gobierno para dotar de una ley orgánica al sistema penitenciario. Sin embargo, expresa preocupación sobre la reducción del presupuesto del sistema penitenciario, el cual, conforme a la información disponible, sufrió un recorte durante el año 2002 en 10 millones de quetzales. La Comisión considera que la cabal implementación de la ley del régimen penitenciario depende de los recursos con los que cuente el sistema penitenciario. 

140.
La Comisión hace un énfasis particular en la necesidad de que el Estado apruebe  e implemente la ley en el corto plazo, y dote al sistema penitenciario de los recursos humanos y materiales necesarios para asegurar a las personas privadas de la libertad condiciones adecuadas de detención, así como la debida y oportuna asistencia médica integral. 

Situación de los hijos de personas privadas de libertad

 
141.
En relación con la sexta recomendación, la Comisión no cuenta con información sobre medidas adoptadas para que los  niños hijos de personas privadas de libertad alojados en los centros penales tengan acceso a los servicios de alimentación, salud y educación, todos adecuados para su desarrollo. Por el contrario, según la información disponible, en la actualidad no existen programas educativos ni reglamentación para su permanencia en los centros de privación de libertad; únicamente existe un hogar comunitario en el Centro de Orientación Femenina, en el que únicamente se atiende a los niños recién nacidos hasta un año.
 El Estado no aportó información al respecto.

Visita conyugal

142. En cuanto a la séptima recomendación dirigida a la adopción de medidas para garantizar la visita conyugal sin discriminación alguna, la Comisión ha tomado conocimiento de que a las mujeres, en particular, se les ha restringido en la práctica dicho derecho. En los centros con población masculina no se han adecuado espacios suficientes ni existe una reglamentación apropiada que permita que las mismas se puedan realizar sin discriminación alguna.


Reclusos provenientes de los pueblos indígenas

143. En relación con la octava recomendación, la Comisión ha recibido información según la cual no se han adoptado las medidas necesarias para asegurar la no discriminación por razones étnicas, ni para que todos los reclusos puedan practicar sus propias creencias religiosas. El sistema penitenciario no cuenta con información concreta de  personas privadas de libertad por origen étnico,  idioma que habla, necesidad de traductor. En los centros de reclusión aún no se cuenta con personal bilingüe que garantice la comunicación de esta persona en su propio idioma con operadores de justicia y su abogado defensor. 

Educación y trabajo 

144. En cuanto a la novena recomendación, el Estado aportó información según la cual el proyecto de ley de régimen penitenciario presentado por el Gobierno al Congreso de la República en junio de 2002 establece un régimen progresivo de reeducación y readaptación social de los condenados y establece un procedimiento para redimir las penas de libertad por trabajo y/o estudio. Sin embargo, el Estado no suministró información relativa a las medias adoptadas para proporcionar oportunidades educativas y laborales a los reclusos que procuran la rehabilitación.

145. Según la información suministrada a la Comisión, el sistema penitenciario carece de personal especializados que pueda conducir programas específicos de educación al interior de los centros carcelarios. A pesar de que el 29 % de la población requiere alfabetización, 34 % de la población reclusa requiere concluir su educación primaria y el 22% de los reclusos necesita concluir la secundaria; según el ICCPG, de los 1261 reclusos entrevistados sólo el 33% estudia.

146. En lo relativo a oportunidades laborales, la Comisión recibió información según la cual no existen programas integrales de capacitación ocupacional, con seguimiento para el desarrollo de trabajo remunerado en el interior de los centros. Aun cuando en la mayoría de centros existen programas de capacitación y existe espacio para los talleres, se carece de las herramientas y equipo necesarios para adelantar la actividad productiva.    


Disciplina interna y supervisión 

147. En relación con las recomendaciones décima, décima primera y décima segunda, referentes a la disciplina interna y a supervisión independiente de los centros de detención, la Comisión no ha recibido información de parte del Estado sobre la implementación de un régimen disciplinario; por el contrario, ha tenido conocimiento sobre la permanencia de los comités de orden y disciplina, que en la mayoría de centros mantienen el orden, tienen sus propias normas disciplinarias y aplican sanciones. 

148. En cuanto al fortalecimiento de los mecanismos de investigación y sanción por violaciones a la integridad personal de personas privadas de la libertad, según la información disponible, hasta el momento no se ha procesado a guardias penitenciarios por heridas o muerte de personas privadas de libertad. 

149. Finalmente, ante la falta de presupuesto de inversión para la adecuación y mejoramiento de los centros carcelarios, la insuficiencia de personal de guardia, de profesionales de la salud y capacitadores, la Comisión insiste en la necesidad de que el Estado dedique los recursos humanos y materiales suficientes para superar el hacinamiento de la población y asegurar sus condiciones adecuadas de detención.

IX. DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN

150. En el Capitulo IX de su Informe, la Comisión solicitó a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión que preparara el capítulo sobre libertad de expresión. Sobre la base de las conclusiones a las que llegó dicha Relatoría en ese capítulo, la Comisión instó al Estado guatemalteco a aplicar las siguientes medidas:

1.
Que se adopten de inmediato medidas para detener las amenazas y ataques violentos y asesinatos contra periodistas y otros comunicadores sociales que ejercen su derecho de libertad de expresión. Sobre el particular, el artículo 1o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra la obligación que tienen los Estados parte de respetar los derechos y libertades reconocidos en dicha Convención a todas las personas bajo su jurisdicción, y de garantizarles el libre y pleno ejercicio de tales derechos y libertades. Como consecuencia de la obligación de garantizar el ejercicio libre y pleno de los derechos y libertades consagrados en la Convención, los Estados se encuentran obligados a "prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos".

2.
Continuar con el proyecto de reforma a la Ley Electoral y de Partidos Políticos, acceso a la información y Habeas Data que el Sr. Presidente se comprometió a impulsar y que los mismos contemplen las recomendaciones y sugerencias de la sociedad civil. Incorporar dentro del proyecto de ley una instancia de apelación independiente de manera que se impugnen las excepciones prescritas en la ley sin necesidad de acudir a la última instancia judicial. 

3.
Disponer las medidas necesarias para que se cumplan las leyes antimonopolio vigente en la Constitución guatemalteca y tomar acciones progresivas que garanticen el acceso a los medios de comunicación de grupos minoritarios. 

4.
Que se investigue a profundidad la posible existencia de un monopolio de hecho en los canales de televisión abierta, y se implementen mecanismos que permitan una mayor pluralidad en la concesión de los mismos. 

5.
Que se implementen reglas claras para evitar conflictos de interés entre funcionarios gubernamentales y los medios de comunicación. 

6.
Que se revisen las reglamentaciones sobre concesiones de televisión y radiodifusión para que se incorporen criterios democráticos que garanticen una igualdad de oportunidades en el acceso a los mismos. 

7.
Que se efectúen campañas de promoción y capacitación sobre el derecho a la libertad de expresión y que se sigan adoptando medidas tendientes a eliminar los obstáculos al ejercicio del derecho de libertad de expresión. 

151. En este capítulo, con la asistencia de la Oficina del Relator Especial, se analizarán las medidas adoptadas por el Gobierno guatemalteco para cumplir cada una de las recomendaciones que se establecen en el Informe.

152. La Comisión toma nota de que la situación de la libertad de expresión en Guatemala no ha mejorado significativamente desde 2001. Subsisten dificultades tales como las continuas agresiones y amenazas contra periodistas, la existencia de normas que no promueven la protección de la libertad de expresión y la falta medidas para asegurar una mayor pluralidad informática en el país.

Medidas tendientes a impedir y castigar ataques contra los que ejercen su derecho a la libertad de expresión

153. En junio de 2001 el Estado de Guatemala creó la Fiscalía Especial par la Protección de Periodistas y Sindicalistas para investigar y prevenir las amenazas, ataques violentos y asesinatos perpetrados contra periodistas de investigación.  A pesar de la creación de esta entidad, la Comisión continúa profundamente preocupada por la situación de vulnerabilidad de los comunicadores sociales.

154. De acuerdo a información recibida, el 5 de septiembre de 2001 fue asesinado el periodista Jorge Mynor Alegría Armendáriz de seis impactos de bala frente a su domicilio.
 Alegría Armendáriz conducía el programa radial Línea Directa que se transmitía por Radio Amatique en la localidad de Puerto Barrios, Izabal. Alegría Armendáriz denunció a través de su programa distintos casos de corrupción, entre ellos las negociaciones anómalas suscritas por la Empresa Portuaria Santos Tomás de Castilla, como también los faltantes de hasta Q480 millones por la falsificación de facturas por concepto de energía eléctrica que tenía la municipalidad de Puerto Barrios, Izabal. El periodista había recibido amenazas de muerte en varias ocasiones y también las había denunciado en aire en su programa radial. Al día siguiente de este asesinato otro periodista de la misma radio, Enrique Aceituno, presentó su renuncia después de recibir amenazas contra su vida.

155. Asimismo, la Relatoría tomó conocimiento de que los comunicadores sociales siguen recibiendo amenazas relacionadas con sus investigaciones sobre temas de corrupción. En junio de 2001 la Asociación de Periodistas de Guatemala informó que tanto el periodista Julio César del Valle del programa radiofónico Usted tiene la palabra que se transmite por Radio Unica como Marvin Herwing director del Informativo Regional Informativo de Radio Novedades de la ciudad de Zacapa, habían recibidos llamados intimidatorios.
 En julio del 2001 los periodistas Juan Carlos Aquino y Marvin Alfredo Herin González, a cargo del informativo Regional Informativo de Radio Novedades en Zacapa, fueron amenazados de muerte
 y en agosto del 2001 al menos cuatro periodistas fueron agredidos físicamente por autoridades policiales. Los periodistas se encontraban cubriendo una manifestación callejera en contra del alza de impuestos.

156. En abril de 2002 el periodista "freelance" David Herrera fue secuestrado por desconocidos cuando se encontraba investigando las exhumaciones en cementerios clandestinos. El periodista se escapó de sus secuestradores y se vio obligado a exiliarse.

157. El 7 de junio de 2002 Abner Gouz, del diario El Periódico, Rosa María Bolaños, del diario Siglo XXI, Ronaldo Robles y Marielos Monzón, de la radio Emisoras Unidas, así como siete miembros de organizaciones de defensa de los derechos humanos, fueron amenazados de muerte. En un comunicado anónimo enviado a la sede de la organización "Alianza contra la impunidad", y a varias redacciones de medios de comunicación, un grupo autodenominado "los guatemaltecos de verdad" los calificó de "enemigos de la patria", y los amenazó con "exterminarles".

158. El 7 de julio de 2002 el columnista de Siglo XXI, Adrián Zapata, recibió en su casa una llamada de alguien que se identificó como miembro del "crimen organizado" quien le advirtió que sería asesinado.
  En agosto de 2002 la antropóloga Victoria Sandfor, de la Universidad Católica de Amsterdam, Holanda y los periodistas David González y Wesley Boxed, del periódico norteamericano New York Times, recibieron amenazas de muerte por el Kaibil del ejército Valentin Chen Gómez, cuando realizaban investigaciones sobre el sitio de las exhumaciones que se llevaban a cabo en Rabinal, Baja Verapaz. Los periodistas acompañaron al equipo de investigación a las excavaciones que la Asociación para el Desarrollo  Integral de las Víctimas de la Violencia Maya Achí (Adivima) realiza en un cementerio clandestino ubicado en el instituto Experimental (Ineba) del municipio mencionado, donde fueron sepultadas más de 600 personas masacradas en el año 1981, por el ejército y grupos paramilitares.

159. La Comisión recuerda al Gobierno de Guatemala que las amenazas y agresiones contra periodistas constituyen violaciones al derecho de la sociedad a recibir libremente información. Estos tipos de actos tienen como objetivo amedrentar la labor de los periodistas, teniendo un efecto inhibitorio sobre la sociedad e impidiendo la investigación de irregularidades en el funcionamiento del Gobierno y de otras cuestiones de interés público. El Estado es responsable de impedir e investigar esos actos y castigar a quienes los perpetran.

Medidas tendientes a reformar la Ley Electoral y de Partidos Políticos, acceso a la información y habeas data
160. La Comisión no ha recibido ninguna información sobre medidas tendientes a reformar la Ley Electoral y de Partidos Políticos.


161. Por otra parte, de acuerdo a la información suministrada, en julio del 2002 la Comisión de Legislación del Congreso emitió dictamen favorable a un proyecto de ley sobre acceso a la información y habeas data de la Secretaria de Análisis Estratégico (SAE). El proyecto fue identificado con el número 2594 y trasladado al pleno para su discusión. En octubre del 2002 el pleno del Congreso aprobó en segunda lectura el cuerpo de la ley. Para que entre en vigor, la ley debe ser aprobada en una tercera lectura, luego por artículos y redacción final y luego enviada al Ejecutivo para su sanción. Una vez sancionada, deberá ser publicada en el diario oficial.

162. La Relatoría recuerda que el acceso a la información es de esencial importancia para el buen funcionamiento de las democracias dentro del hemisferio. La Relatoría recomienda que los Estados miembros adopten las medidas necesarias para garantizar este derecho en conformidad con los estándares internacionales a través de la promulgación de leyes que permitan el acceso a la información en poder del Estado y normas complementarias que regulen su ejercicio, como así también la promulgación de leyes que contemplen el derecho de las personas a acceder a sus datos personales en función de la acción de habeas data, contemplando los estándares internacionales en dicha materia. Respecto, a estos derechos, el Relator Especial quiere señalar particularmente que el secreto oficial sólo admite limitaciones excepcionales para casos donde exista un peligro real e inminente a la seguridad nacional dentro del sistema democrático. Asimismo, los estándares internacionales exigen la existencia de instancias de revisión independientes que puedan determinar que las restricciones establecidas bajo razones de defensa nacional sean balanceadas teniendo en cuenta la protección de otros derechos fundamentales, en concordancia con los estándares internacionales de derechos humanos, como el derecho de la sociedad a estar informada sobre asuntos de interés publico, entre otros.

Cumplimiento con las leyes antimonopolios y acceso a los medios de grupos minoritarios

163. En cuanto a la existencia de un monopolio de hecho en los medios de comunicación, se desconoce hasta la fecha algún esfuerzo por parte del Estado para investigar y terminar con los mismos. La existencia de los monopolios se encuentra prohibida por el artículo 130 de la Constitución Política de la República de Guatemala. Sin embargo, información recibida da cuenta que los monopolios privados han mantenido una política dirigida a moldear la opinión pública en favor de los sectores de gobierno, obstaculizando la labor del periodismo independiente.
 

Medidas tendientes a promover una mayor pluralidad en la concesión de canales de televisión abierta

164. La Comisión no ha recibido ninguna información sobre medidas tendientes a promover una mayor pluralidad en la concesión de canales de televisión abierta.

Medidas tendientes a evitar conflictos de interés entre funcionarios gubernamentales y los medios de comunicación

165. La Comisión no ha recibido ninguna información sobre medidas tendientes a evitar conflictos de interés entre funcionarios gubernamentales y los medios de comunicación.

Revisión de reglamentaciones sobre concesiones de televisión y radiodifusión para incorporar criterios democráticos

166. La Relatoría tomó conocimiento que el Presidente de la República anunció el 23 de marzo de 2001 que ha encomendado a la Secretaría de Análisis Estratégico (SAE) a abocarse al estudio de un proyecto de reformas a la legislación sobre las concesiones de radio y televisión para que se incorporen criterios democráticos que garanticen una igualdad de oportunidades en el acceso a los mismos dentro del contexto de los Acuerdos de Paz.

167. Asimismo, la Relatoría fue informada que con fecha 7 de marzo de 2001 se emitió un Acuerdo Ministerial (Nº 395-2001), por el cual se autoriza a dar en comodato una frecuencia radioeléctrica a la Asociación Nacional para la Comunicación, la Cultura, el Arte y el Desarrollo para que comparta en forma gratuita el tiempo de transmisión que se le autorice con las Municipalidades, Fundaciones y Asociaciones sin ánimo de lucro, debidamente legitimadas y organizaciones populares comunales.

168. En febrero de 2002 el proyecto de Ley de Radiodifusión Comunitaria fue presentado al Congreso. Este proyecto reconoce la importancia de las radios comunitarias para "la promoción de la cultura nacional, [el] desarrollo, [y] la educación" a miles de comunidades del país.
 Dado el papel fundamental de las radios comunitarias en informar a la sociedad, el proyecto de ley tiene objetivo de "garantizarles que ejerzan en condiciones de igualdad el derecho a la libre emisión del pensamiento mediante la utilización de frecuencias radioeléctricas para radiodifusión".
 Este proyecto sigue bajo la consideración del Congreso.
169. En septiembre de 2002, fue emitido el Acuerdo gubernativo 316-2002. Con ese acuerdo el Gobierno anunció que concederá de manera gratuita 9 frecuencias de radio de alcance nacional y regional a instituciones y asociaciones de la sociedad civil.
 El Consejo Guatemalteco de Comunicación Comunitaria rechazó este acuerdo por considerar que obstaculiza el acceso de los pueblos indígenas a las frecuencias radioeléctricas disponibles, contraviniendo el espíritu democrático que debiera regir en la adjudicación de frecuencias radiales.

170. El actual gobierno sigue con la política de la subasta de las frecuencias. De acuerdo a diversos grupos de la sociedad civil, dicha política podría hacer difícil para los sectores populares acceder a la base de las subastas planteadas.
 Las subastas habían sido suspendidas temporalmente de abril hasta agosto, siendo restablecidas el 27 de agosto 2002 por la Superintendencia de Telecomunicaciones (SIT) con la subasta de 13 frecuencias de radio.

Promoción y capacitación sobre el derecho a la libertad de expresión 

171. La Comisión no ha recibido información sobre actividades de promoción y capacitación sobre el derecho a la libertad de expresión.

172. Respecto a la adopción de medidas tendientes a eliminar los obstáculos al ejercicio del derecho a la libertad de expresión, la Relatoría señala con satisfacción que el 23 de enero de 2002 la Corte Constitucional declaró provisionalmente la inconstitucionalidad parcial de la Ley de Colegiación Profesional Obligatoria.  Mediante su Decreto 72-2001 la Corte estableció que la obligatoriedad se aplicaba a todas las profesiones con excepción de los periodistas. Cabe reseñar que, contrariamente a lo establecido por la Corte Interamericana en materia de libertad de expresión, el 30 de noviembre de 2001 el Congreso de Guatemala aprobó la Ley de Colegiación Profesional Obligatoria, que exigía que para el ejercicio de la profesión cada periodista debería poseer un título universitario y ser miembro del colegio de periodistas. 

173. Por otra parte, el Relator Especial manifiesta su preocupación por la entrada en vigencia de la Ley 27-2002 en junio de 2002. Esta ley reformó el artículo 196 del Código Penal, que trata de publicaciones y espectáculos obscenos. Las reformas requieren que las exhibiciones públicas deben estar previamente autorizadas por el Ministerio de Cultura y Deportes. El 12 de julio de 2002 un grupo de ciudadanos guatemaltecos presentaron una demanda ante la Corte de Constitucionalidad de Guatemala, alegando la inconstitucionalidad de esta norma por constituir una censura previa. El plazo para decidir este caso venció el 12 de septiembre de 2002 pero la acción queda pendiente. El Relator Especial recuerda que la censura previa está prohibida por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, salvo para regular acceso a espectáculos públicos por menores de edad.

174. Asimismo, el Relator Especial sigue preocupado por la existencia de leyes de desacato y leyes criminales sobre calumnias e injurias, las cuales imponen sanciones penales por criticas a funcionarios públicos.

175. Con base en la información presentada anteriormente, la Relatoría reitera su recomendación al Estado de Guatemala para que se lleve a cabo una investigación seria, imparcial y efectiva del asesinado del periodista Jorge Mynor Alegría Armendáriz y se sancione a sus responsables y que se investiguen las amenazas y agresiones dirigidas a periodistas de investigación y otros comunicadores sociales para garantizar el derecho a la libertad de expresión e información. Asimismo, la Relatoría llama al Estado de Guatemala para que adopte medidas enérgicas contra los monopolios en los medios de comunicación, garantizando la pluralidad en las fuentes de información y tomando medidas que garanticen la entrega o renovación de licencias de radiodifusión sujeta a un procedimiento claro, justo y objetivo que tome en consideración la importancia de los medios de comunicación para que la ciudadanía participe en el proceso democrático y en la implementación de los Acuerdos de Paz. Adicionalmente, recomienda se promulgue una ley de acceso a la información y transparencia en concordancia con los estándares internacionales en la materia y teniendo en cuenta las recomendaciones de la sociedad civil guatemalteca. Finalmente, la Relatoría insta al Estado a que derogue las normas de desacato contra la autoridad y que revise las leyes penales sobre calumnias e injurias para que las mismas no sean utilizadas con el fin de limitar el debate sobre asuntos de interés público.
X. EL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA

176. En el Capitulo X del Informe sobre Guatemala la Comisión observó que la importante meta consistente en la celebración de elecciones técnicamente libres e imparciales se estaba cumpliendo; la meta sustantiva de una participación inclusiva en la vida política nacional aun requería de la adopción de medidas adicionales. En ese sentido, la Comisión llamó especialmente la atención del Estado sobre la necesidad imperiosa de fomentar el acceso de los votantes –en particular aquéllos pertenecientes a sectores de la población que no se encuentran debidamente representados— a la inscripción, la información necesaria para votar y a las mesas de votación, especialmente en las zonas rurales del país, a la luz del artículo 23 de la Convención Americana. 

177. En relación con el derecho a la participación política, la Comisión recomendó al Estado: 

1. 
Adoptar las medidas necesarias para racionalizar el proceso de inscripción de los electores; como paso necesario en el proceso de ampliación del padrón electoral, mejore y racionalice el trámite para la obtención de la identificación personal. 

2.
Dedicar especial atención a facilitar la inscripción de ciudadanos que viven en las zonas rurales o que han quedado marginados de la plena participación en la vida política del país, tales como las mujeres, el segmento indígena y los ciudadanos analfabetos, incluso mediante iniciativas de inscripción móvil. 

3. 
Facilitar el proceso mediante el cual los ciudadanos pueden actualizar su información en el padrón electoral para registrar un cambio de dirección, de manera que puedan votar en la localidad donde residen. 

4. 
Promover iniciativas destinadas a garantizar que todos los electores obtengan la información que necesitan para realizar elecciones políticas informadas y prestar atención a la implementación de programas de educación cívica durante los períodos no electorales, con miras a fomentar la participación popular en la vida política nacional, inclusive mediante la divulgación de información escrita y oral preparada en los idiomas indígenas en las zonas correspondientes del país. 

5. 
Adoptar medidas para contratar a personal electoral adicional con conocimiento de los idiomas indígenas, para asegurar que los ciudadanos indígenas puedan ejercer libre y plenamente sus derechos políticos. 

6.
Adoptar medidas para mejorar el acceso de los electores rurales a las mesas electorales, inclusive mediante el establecimiento de mesas adicionales en estas localidades, y para proporcionar un mayor acceso al transporte el día de la votación. 

7.
Adoptar las medidas legislativas y de otra índole necesarias para tipificar los delitos electorales a fin de que los actos que impiden el ejercicio de los derechos políticos por la ciudadanía, a través de elecciones libres e imparciales, sean objeto de investigación, procesamiento y sanción para salvaguardar esos derechos. 

8.
Adoptar las medidas fiscales y de otra índole necesarias para proporcionar al TSE los recursos y el apoyo necesarios para ejercer efectivamente su papel vital en la consolidación de la democracia.

Ley electoral y de partidos políticos

178. En relación con las recomendaciones formuladas por la Comisión referentes a la inscripción de ciudadanos, a la actualización del padrón electoral, a los programas de educación cívica y al acceso de los electores rurales, el Decimotercer Informe de MINUGUA sobre Derechos Humanos en Guatemala da cuenta de una serie de modificaciones a la Ley electoral y de partidos políticos aprobada por el Congreso, mediante las cuales se introducen medidas adecuadas para alcanzar el objetivo de los acuerdos de paz de reducir la abstención y elevar la participación ciudadana en las elecciones.
 Dado que la Corte de Constitucionalidad devolvió las modificaciones legislativas al Congreso con objeciones, la Comisión urge al Congreso a agilizar la aprobación del nuevo régimen electoral a fin de que pueda regir el próximo periodo electoral.

Contratación de personal electoral bilingüe 

179. En relación con la contratación de personal electoral con conocimiento de los idiomas indígenas, la Comisión carece de información. 


Fortalecimiento del Tribunal Supremo Electoral (TSE)

180. En cuanto a las medidas para proporcionar al TSE los recursos y el apoyo necesario, la Comisión no ha recibido información del Estado. Al respecto, MINUGUA informó sobre la designación de nuevos magistrados, encargados de supervisar las elecciones generales de 2003. 

181. La Comisión destaca una vez más la necesidad de fortalecer el sistema electoral a fin de garantizar el acceso de los votantes a los medios de participación política, componente fundamental del esfuerzo por consolidar la democracia participativa en Guatemala.

LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

182. El 6 de abril de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos adoptó el Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala, en el cual formuló una serie de recomendaciones a dicho Estado
. En el capítulo sobre “Derechos de los Pueblos Indígenas”, realizó las siguientes recomendaciones al Estado de Guatemala con el objeto de promover y proteger los derechos humanos de los pueblos indígenas. 

1. Que cumpla con todos y cada uno de los compromisos adquiridos por el Estado en los acuerdos  de paz en favor de las comunidades indígenas y sus miembros contenidos en los acuerdos sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, sobre aspectos socioeconómicos y situación agraria y sobre fortalecimiento del poder civil y función del Ejército.

2. Que sobre la base de la abundante documentación y evidencia existente, investigue, procese y sancione a todos los responsables de las masacres y violaciones a la vida, integridad y otros derechos humanos de individuos y comunidades indígenas ocurridas durante el conflicto armado.

3. Que tome las medidas necesarias y establezca mecanismos especiales rápidos y eficaces para solucionar conflictos de dominio, garantizar y dar certeza jurídica a las comunidades indígenas respecto del dominio de sus propiedades; y para proveer tierras estatales a las comunidades que las necesiten para su desarrollo, según lo establece el artículo 68 de la Constitución Política de Guatemala.

4. Que promueva el respeto de los derechos laborales de los pueblos indígenas teniendo presente las normas pertinentes del Convenio 169 de la OIT y fiscalice el cumplimiento de la legislación laboral, en especial con respecto a los trabajadores migrantes estacionales internos que se trasladan a las explotaciones de la Costa y el Sur, sancionando según lo contempla la ley a los empleadores que transgredan las normas establecidas.

5. Que adopte a la brevedad las medidas y políticas necesarias para crear y mantener un sistema de salud preventiva y asistencial eficiente, al que puedan acceder sin dificultad todos los miembros de las diferentes comunidades indígenas, y que aproveche los recursos medicinales y sanitarios propios de las culturas indígenas. Que provea los medios a dichas comunidades para mejorar las condiciones de sanidad ambiental, incluyendo servicios de agua potable y desagües.

6. Que profundice políticas de mejoramiento cualitativo e inversión social en las zonas rurales para garantizar a los pueblos indígenas igualdad de oportunidades y el acceso a servicios educativos de nivel primario y secundario; mejorando la eficiencia interna y reduciendo el analfabetismo allí imperante.

7. Que tome medidas positivas en lo educativo, legislativo y de todo tipo respecto a la población en general, a fin de reducir la división y discriminación en particular por diferencias étnicas; lograr la igualdad de oportunidades; reducir los estereotipos y desconfianzas; y restablecer el derecho a la dignidad sin discriminaciones para todos los y las miembros de la ciudadanía guatemalteca. 

173.
En relación con la primera recomendación de la CIDH respecto de los compromisos adquiridos por el Estado de Guatemala en los acuerdo de paz relativos a los pueblos indígenas, en el mes de septiembre del año 2001 MINUGUA expresó que están entre los que registran menor cumplimiento.
 MINUGUA tuvo que realizar una recalendarización para el cumplimiento de los compromisos pendientes, entre ellos, los referidos a multiculturalidad; reforma educativa con sus componentes de bilingüismo e interculturalidad, promoción del uso de los idiomas indígenas, regularización de la titulación de tierras así como de la tenencia de la tierra de las comunidades indígenas, lucha contra la discriminación legal y de hecho, protección jurídica de los derechos de las comunidades indígenas,  conservación y administración de los templos y protección de los centros ceremoniales, reconocimiento de la normatividad consuetudinaria, reconocimiento de sus formas de organización y su participación en el nivel local y en el sistema de Consejos de Desarrollo.

174.
A su vez, diversas organizaciones indígenas han expresado que el cumplimiento de los compromisos generados a partir de la firma de los acuerdos de paz relativos a derechos de los pueblos indígenas es una materia pendiente. El “Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas” no representa la totalidad de las demandas históricas y aspiraciones de los pueblos indígenas de Guatemala; sin embargo, es un buen punto de partida que ha propiciado la participación indígena, aunque aún en forma incipiente, en el debate de la realidad guatemalteca.

175.
La falta de cumplimiento y avances significativos de los compromisos adquiridos en los Acuerdos de Paz redunda además en el cumplimiento de las recomendaciones tercera, cuarta, quinta y sexta realizadas por la CIDH en su Informe del año 2000 al Estado de Guatemala. Efectivamente, dichas recomendaciones se refieren a los derechos relativos a la tierra, derechos laborales, educacióny salud, servicios básicos de los pueblos indígenas. 

176.
Al respecto, en agosto del año 2002, a propósito del Día Internacional de los Pueblos Indígenas, MINUGUA reiteró su preocupación por el serio retraso que registra la aplicación del Acuerdo de Paz sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas y de otros instrumentos del sistema internacional como el Convenio N° 169, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, el Convenio N° 50, sobre el reclutamiento de trabajadores indígenas y el Convenio N° 64, sobre los contratos de trabajo (trabajadores indígenas) de la Organización Internacional de Trabajo, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer, incluyendo otras Convenciones y Declaraciones pertinentes para la erradicación de la discriminación, manifestando que el incumplimiento de dichos compromisos continua generando niveles de exclusión social, política y económica intolerables en el mundo moderno que, sin duda, propician actos de discriminación étnica y cultural que afectan la plena realización de la democracia. 

177.
Durante el período abril 2001 a noviembre 2002 el Gobierno de Guatemala ha realizado algunas acciones tendientes a la implementación de los compromisos, sin embargo, en su mayoría son iniciativas que aún están en estado incipiente de negociación para su debida implementación. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valora las actividades realizadas en relación a la ampliación de cobertura en el marco del Programa Nacional de Educación Bilingüe donde maestros (Kaqchikel, Mam, Q’eqchi’, Q’anjob’al, e Ixil) fueron capacitados en lecto-escritura en su propio idioma; la consolidación del funcionamiento de trece Escuelas Normales Bilingües en siete idiomas mayas; la implementación de seis defensorías penales étnicas que contribuyen al fortalecimiento pluricultural y multilingüe del derecho; y la definición del concepto de lugares sagrados en el marco de las actividades de la Comisión para la definición  de los lugares sagrados.

178.
En relación con la recomendación relativa a la necesidad de adopción de medidas legislativas tendientes a la eliminación de la discriminación en contra de los pueblos indígenas, el 11 de septiembre de 2002 el Congreso de la República de Guatemala, emitió el decreto 57-2002, que agrega el artículo 220 bis al Código Penal
 con el objeto de sancionar con prisión y multa al que por acción u omisión incurra en discriminación que impida o dificulte a una persona, grupo de personas o asociaciones el ejercicio de un derecho legalmente establecido, incluyendo el derecho consuetudinario o costumbre y establece como circunstancia agravante del tipo penal la discriminación por razón idiomática, cultural o étnica.

179.
El texto de la figura legal fue criticado por diversas organizaciones indígenas
  quienes en términos generales expresaron que los legisladores no consultaron a las organizaciones indígenas respecto del texto de la ley, no consideraron las recomendaciones que éstas hicieron llegar al Congreso Nacional, y no adecuaron la reforma al espíritu del Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas al Convenio 169 de la OIT, a la Constitución Política de Guatemala y a la  Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, lo que significó en definitiva una norma de carácter general, que no consideró adecuadamente la especificidad de los pueblos indígenas y no estableció mecanismos y medidas para evitar el racismo que se produce en Guatemala contra los mayas, garífunas y xincas.

180.
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos valora la creación de una norma que sancione la discriminación en Guatemala; sin embargo, considera que el texto debió realizarse previa consulta a los pueblos indígenas en Guatemala. Al respecto la Comisión en reiteradas ocasiones ha expresado que los avances legislativos en materia de derechos de los pueblos indígenas fortalecen la protección de los derechos humanospero, ha manifestado que la legislación por sí sola no puede garantizar la vigencia de los derechos humanos.

181.
El 9 de octubre de 2002 se publicó en el diario oficial de Centro América el acuerdo gubernativo N° 390-2002, que crea la “Comisión Presidencial contra la discriminación y el racismo contra los pueblos indígenas de Guatemala”,
 la que estará compuesta por cinco personas nombradas por el Presidente de la República, en consulta con las organizaciones indígenas. La Comisión valora esta iniciativa y espera que a través del cumplimiento de los objetivos que se ha planteado se realicen medidas efectivas para la eliminación de la discriminación y el racismo existente contra los pueblos indígenas en Guatemala.

182.
No hay información respecto de otras medidas tomadas por el Gobierno de Guatemala con el objeto de eliminar la discriminación en contra de los pueblos indígenas de Guatemala.

183.
Finalmente, en relación con la recomendación de la CIDH para que se investigue, juzgue y sancione a los responsables de las masacres y violaciones al derecho a la vida, la integridad personal y otros derechos humanos de los miembros de los pueblos indígenas de Guatemala ocurridas durante el conflicto armado, la Comisión cuenta con información de que no ha juzgado ni sancionado a los responsables. Se hace presente que el 83% de las víctimas del conflicto armado eran miembros del pueblo maya. De hecho la Comisión en el mes de mayo de 2002 presentó ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos una demanda contra el Estado de Guatemala por la Masacre de Plan de Sánchez.

XI. LOS DERECHOS DEL NIÑO

184.
En el Quinto Informe sobre la situación de los derechos humanos en Guatemala la CIDH formuló al Estado guatemalteco las siguientes recomendaciones en relación con los derechos humanos de la niñez en ese país:

1. Adopte las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para hacer efectiva su obligación de proporcionar a los niños las medidas especiales de protección contempladas en el artículo 19 de la Convención Americana, así como sus obligaciones específicas contempladas en la Convención sobre los Derechos del Niño.  En particular, la Comisión recomienda que el Estado tome acciones urgentes para modificar el Código de Menores de 1979, poniendo en vigencia, sin más demora, el nuevo Código de la Niñez y la Juventud. 

2. Conjuntamente con el fortalecimiento del marco jurídico, que fortalezca la capacidad del poder judicial de responder a violaciones de los derechos de los niños con una investigación, un enjuiciamiento y un castigo inmediatos y efectivos, a través de una mayor capacitación del personal asignado a tales casos y a través de la supervisión necesaria para garantizar que los casos sean tramitados y avancen de conformidad con los principios del debido proceso. 

3.
Establezca mecanismos de coordinación interinstitucional entre las instituciones del Estado directamente responsables de la implementación y aplicación de los derechos del niño y las organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo. 

4.
Asigne los recursos humanos y materiales necesarios para dar prioridad a las necesidades y derechos básicos de los niños; en particular, que desarrolle medios adicionales para proporcionar servicios sociales destinados a garantizar el acceso a nutrición, vestuario y vivienda suficientes para su adecuado desarrollo.

5.
Fortalezca el régimen de legislación laboral para garantizar que se impongan y hagan cumplir sanciones efectivas y severas a la contratación ilegal de menores para trabajos que sean incompatibles con su edad, salud y desarrollo. 

6.
Fortalezca el régimen de inspección laboral existente para proteger los derechos de los trabajadores vulnerables, tales como los niños, y para hacer cumplir la prohibición de someterlos a condiciones laborales peligrosas y abusivas. 

7
Redoble sus esfuerzos para garantizar que todo niño entre 7 y 12 años de edad tenga acceso a por lo menos 3 años de educación primaria y para dar mayor prioridad al desarrollo de la educación bilingüe en las regiones geográficas apropiadas del país. 

8
Tome acciones inmediatas para establecer una comisión para esclarecer el destino de los niños y adultos que desaparecieron durante el conflicto. 

9.
Trabaje con el sector no gubernamental para ampliar los servicios disponibles para tratar los efectos psicológicos y sociales del conflicto y todas sus secuelas en los niños, las familias y las comunidades. 

10.
Desarrolle las respuestas legales y los servicios necesarios para responder a las necesidades específicas de los niños en situaciones de abandono y abuso, que son distintas de las necesidades de los niños en riesgo por razones de delincuencia. 

11.
Aumente las respuestas aplicables en los casos de los niños en riesgo por razones de delincuencia de manera que el interés superior del niño y los objetivos de rehabilitación y reincorporación productiva a la sociedad sean utilizados como consideraciones primordiales en la toma de decisiones.   

12.
Específicamente con respecto a la adopción, que tome las medidas necesarias para lograr la puesta en vigencia de un marco legislativo adecuado para garantizar que el interés superior del niño sea una consideración primordial en todas las decisiones adoptadas, para asegurar el consentimiento libre y con conocimiento informado y para garantizar la legalidad, claridad y transparencia en los procedimientos aplicables. 

13.
Considere seriamente la ratificación de la Convención de La Haya sobre la Protección de los Niños y la Cooperación con respecto a la Adopción entre Países. 

14.
Tome acciones adicionales para promover el conocimiento sobre los derechos del niño y el respeto de tales derechos entre niños, padres, maestros y, en particular, funcionarios del Estado encargados de formular e implementar las políticas que afectan a los niños y a sus familias. 

185.
En relación con la primera recomendación del Capitulo XII, la CIDH advierte con preocupación que el Estado guatemalteco continúa sin adoptar las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para hacer efectiva su obligación de proporcionar a niños y niñas las medidas especiales de protección contempladas en el artículo 19 de la Convención Americana, así como sus obligaciones específicas emergentes de la Convención sobre los Derechos del Niño.  En particular, la CIDH desea destacar que se continúa aplicando el Código de Menores de 1979 sin que hasta la fecha se haya resuelto prácticamente el problema generado por la prórroga indefinida de la entrada en vigencia del Código de la Niñez y la Juventud aprobado en el año 1996. La CIDH observa con interés la presentación de un nuevo proyecto, conocido como "Código de Consenso", en octubre de 2002, y urge al país a dar solución definitiva, a la brevedad posible, al problema de la falta de adecuación legislativa del derecho interno guatemalteco a los compromisos internacionales en materia de derechos humanos de la infancia y adolescencia asumidos por el país. 

186.
Con respecto a la segunda recomendación la CIDH advierte, además de la ausencia de reforma legal, la ausencia de juicios concluidos con la debida atribución de responsabilidades en casos de violaciones a derechos humanos de niños y niñas. Por tal motivo la CIDH recomienda al Estado guatemalteco la puesta en marcha de un plan nacional de capacitación a los funcionarios y magistrados encargados de aplicar la ley en materia de infancia y adolescencia, que incluya mecanismos de evaluación permanentes y en cuyos currículos se adviertan los problemas vinculados con la falta de adecuación del derecho interno a los compromisos internacionales asumidos por el país (por ejemplo aplicación directa de tratados, etc.). Asimismo, la creación de un observatorio de derechos humanos de la infancia, en el que participen tanto el sector gubernamental como el no gubernamental, que supervise el cumplimiento de estos derechos en el país. 

187.
En relación con la tercera recomendación, la CIDH destaca diversos esfuerzos de coordinación entre diferentes agencias del sector gubernamental, y entre diferentes organizaciones no gubernamentales.
 No obstante, observa que no existen aún instancias de articulación eficiente entre el sector gubernamental y el no gubernamental, tanto a nivel nacional cuanto local.  La CIDH insta al Estado guatemalteco a realizar las reformas institucionales adecuadas para que esta coordinación interinstitucional se lleve a cabo a la mayor brevedad posible.

188.
Sobre la cuarta recomendación, la CIDH ha tomado conocimiento de casos vinculados con poblaciones enteras cuyos niños padecen desnutrición crónica, circunstancia agravada por la sequía del año 2002. 
 Al respecto, la Comisión urge al Estado guatemalteco a dar cumplimiento a la cuarta recomendación del Quinto Informe, en el sentido de asignar todos los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar a los niños y niñas guatemaltecos los derechos fundamentales a la vida y la nutrición. Además, en relación con los niños que viven o permanecen gran parte del día en la calle, la CIDH ha tomado conocimiento de reiterados casos de violencia contra ellos.
 En tal sentido urge al Estado guatemalteco a crear programas de abrigo para estos niños que no representen privación de su libertad ambulatoria, a investigar y sancionar a los responsables de la violencia contra los niños que viven o pasan gran parte del día en la calle, a desarrollar programas tendientes a incluir a estos niños en la escuela y a que reciban atención sanitaria adecuada a su edad, género y situación física general, a desarrollar programas de fortalecimiento de estas familias y, finalmente, a desarrollar políticas destinadas a eliminar las causas que determinan que estos niños vivan en las calles sometidos a toda clase de abuso, maltrato, violencia y opresión, a cuyo efecto la Comisión considera de crucial importancia que el Estado guatemalteco implemente, sin mayor dilación, un Plan de acción a favor de los niños, niñas y jóvenes de la calle.
189.
En relación con las recomendaciones quinta y sexta del Quinto Informe, Guatemala ha dado un importante paso al ratificar el Convenio 182 de Eliminación de las peores formas de trabajo infantil el 11 de octubre de 2001. No obstante, la Comisión advierte que el trabajo infantil persiste como una de las principales violaciones a los derechos humanos de niños y niñas en el país. Por esta razón, la CIDH recomienda la adecuación legislativa completa y sustancial en función de los Convenios 138 y 182, así como la creación de mecanismos de exigibilidad y sanción de las prácticas que violen estas disposiciones. Finalmente, la Comisión sugiere la creación de programas de inclusión de los niños en las escuelas que, en caso de ser necesario por la comunidad de que se trate, tengan en cuenta las singularidades culturales de los niños que a ellas asistan, así como programas de promoción del empleo de los padres, beca/escuela, etc..

190.
Con respecto a la séptima recomendación, se insta al Estado de Guatemala a realizar todos los esfuerzos materiales y humanos a fin de asegurar la educación básica a todos los niños en edad escolar, conforme las prescripciones del Protocolo de San Salvador y la Convención sobre Derechos del Niño, así como desarrollar programas específicos que tengan en cuenta la situación de niños con necesidades especiales de aprendizaje. Finalmente, la Comisión considera necesario que el Estado adopte las medidas que sean necesarias para asegurar el derecho a la educación a los niños que pertenecen a pueblos indígenas de modo respetuoso de sus singularidades culturales. 

191.
En relación con la octava recomendación, se debe crear una Comisión Nacional que determine qué pasó con cada niño desaparecido durante el conflicto o cuya identidad haya sido sustituida durante el mismo período.

192.
Sobre la novena recomendación, la Comisión destaca iniciativas dispersas dirigidas a tratar los efectos psicológicos y sociales del conflicto y sus secuelas en niños, sus familias y comunidades. No obstante la CIDH recomienda, en la misma línea mencionada en la tercera recomendación,  la coordinación interinstitucional gubernamental y no gubernamental de modo de contar con una política nacional en la materia dotada de recursos e idónea técnicamente. 

193.
En relación con la décima recomendación, la Comisión insiste en la primera recomendación dirigida a la urgencia de la adecuación legal e institucional del sistema de protección a la niñez conforme los compromisos internacionales asumidos por Guatemala. Al respecto, la Comisión reitera su observación en cuanto a los numerosos ataques violentos ocurridos contra niños que viven en las calles o permanecen gran parte del día en ellas, a lo largo de este año, sin que hasta el momento se haya tenido información sobre la respuesta del Estado guatemalteco al respecto, proporcional a la gravedad de los hechos denunciados públicamente. 

194.
En relación con la décima primera recomendación, la Comisión destaca algunas iniciativas para dotar de ciertas garantías al sistema de justicia especializado regulado por el Código de Menores de 1979. No obstante, la Comisión advierte que en tanto no se aplique una ley que construya un sistema especial de responsabilidad para adolescentes a los que se les atribuya la comisión de infracciones penales, la plena vigencia del plexo de derechos y garantías sustantivas y procesales reconocidas para todas las personas por la Constitución de la República, por la Convención Americana y en particular a la infancia, por la Convención del Niño, continúa siendo una asignatura pendiente para todos los niños y niñas guatemaltecos que ingresan a este sistema especial para "menores". En la misma línea se deben desarrollar programas para adolescentes infractores inspirados en las normas internacionales de prevención de la delincuencia juvenil que procuren la reintegración social del adolescente encontrado responsable de haber cometido un delito, que cuenten con múltiples sanciones específicas y que sólo recurran a la privación de la libertad en un centro especializado en casos de infracciones penales gravísimas, por el tiempo más breve posible y siempre por tiempo determinado.    

195.
En relación con las recomendaciones 12 y 13, la CIDH desea destacar la presentación de un proyecto de ley en el congreso, en agosto de 2002, que recoge los estándares internacionales en materia de adopciones. También celebra la firma de la Convención de La Haya sobre la cooperación en materia de adopción entre países. Asimismo, insiste en la necesidad de que el país apruebe a la brevedad posible un marco legal que regule la adopción como medida excepcional de protección a un niño o niña, a fin de garantizarle el derecho a la familia; que tenga en cuenta la prohibición de separar a un niño de su grupo familiar por razones vinculadas con la carencia de recursos materiales de este último; que tenga en cuenta el fortalecimiento del vínculo allí donde sea posible; y que priorice también el derecho a la convivencia comunitaria, la identidad y nacionalidad, todo en el marco de un proceso que garantice legalidad y transparencia.

196.
Finalmente, la CIDH desea insistir, en relación con la décimocuarta recomendación, en la necesidad de difundir y capacitar a niños y a adultos, tanto padres y madres de familia como funcionarios de los diferentes poderes del Estado, en una cultura respetuosa de los derechos humanos de los niños y niñas basada en los principios de no discriminación, no violencia, prioridad de la infancia, diálogo y responsabilidad de todos. 

XII. LOS DERECHOS DE LA MUJER

197.
En el Capítulo XIII del Informe sobre Guatemala la Comisión reconoció al Estado el importante progreso logrado en los últimos años en la solución de los problemas tanto de discriminación de derecho como de hecho. Sin embargo, anotó que la persistencia de algunas distinciones legislativas anacrónicas e injustificadas basadas en el género contraviene el objeto y propósito del nuevo y positivo temario que se está desarrollando. 

198.
En dicho informe la Comisión analizó la situación de derechos fundamentales de la mujer como el acceso de la justicia de la mujer, el trabajo, la salud y la violencia por razones de género. Como una conclusión general, la Comisión indicó que la búsqueda del Estado y de la sociedad civil encaminada a garantizar que la mujer pueda ejercer plenamente sus derechos hace necesario enfrentar dos desafíos prioritarios adicionales. Primero, que la administración de justicia sea más accesible y efectiva para las mujeres que buscan la protección de sus derechos básicos; y segundo, que las normas positivas que han sido adoptadas para salvaguardar los derechos de la mujer deban traducirse en una acción concreta a través del establecimiento y fortalecimiento de las políticas, programas y servicios necesarios. 

199.
En cuanto a los derechos de la mujer, la Comisión recomendó al Estado: 

1. Tomar las medidas necesarias para llevar a cabo una revisión exhaustiva de la legislación interna para continuar el proceso de identificación de las disposiciones que establecen distinciones injustificadas basadas en el género. 

2.
Adoptar las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para avanzar sin demora en el proceso de modificación o eliminación de disposiciones, como aquellas mencionadas anteriormente, que ya hayan sido identificadas como discriminatorias. 

3.
Dedicar atención específica a las barreras de hecho y de derecho que impiden el acceso de la mujer a recursos y protección judiciales efectivos, particularmente en el área de la violencia contra la mujer, en el marco de las acciones que están en marcha para fortalecer la administración de justicia. 

4.
Establecer los mecanismos necesarios de coordinación, asistencia técnica, capacitación, monitoreo y evaluación para garantizar que se incorpore el enfoque de género en el diseño e implementación de leyes y políticas en todas las esferas; esto debe incluir la ampliación de los mecanismos existentes para incorporar la participación de la sociedad civil en la formulación e implementación de iniciativas estatales que afectan los derechos de la mujer. 

5.
Garantizar la asignación de recursos humanos y materiales suficientes a entidades tales como la Oficina Nacional de la Mujer, la Defensoría de la Mujer Indígena, la Defensoría de la Mujer de la Procuraduría de los Derechos Humanos y la Secretaría Presidencial de la Mujer, que tienen una responsabilidad especial en cuanto a la protección de los derechos de la mujer. 

6.
Fortalecer las estrategias para garantizar que las niñas tengan igual acceso a la educación primaria, apoyar la culminación de la escuela primaria como norma mínima y proporcionar a las niñas y mujeres igual acceso a la educación secundaria y a la capacitación técnica y profesional. 

7.
Diseñar e implementar iniciativas de educación para personas de todas las edades, con miras a cambiar los estereotipos y comenzar a modificar las prácticas basadas en la idea de inferioridad o subordinación de la mujer. 

8. 
Fortalecer la legislación laboral y los servicios de inspección laboral para proteger el derecho de la mujer a condiciones de trabajo justas, equitativas y saludables, para garantizar que haya equidad en la remuneración y los beneficios y, en particular, para salvaguardar los derechos de las mujeres y niñas empleadas en el servicio doméstico. 

9.
Adoptar medidas adicionales para proporcionar servicios integrales de salud, incluyendo servicios modernos de planificación familiar, con el fin de proteger el derecho de la mujer a la integridad personal y el derecho de las parejas de determinar el número de hijos y el espaciamiento de los nacimientos. 

10.
Garantizar que el impacto y las consecuencias de los actos de violencia cometidos contra las mujeres durante el conflicto armado estén contemplados adecuadamente en el diseño y ejecución del plan nacional de reparación y otras medidas de reparación y rehabilitación. 

11.
Desarrollar aún más el sistema de registro de denuncias de violencia contra la mujer para garantizar que la boleta única de registro utilizada sea adecuada para recoger información y que se disponga de datos exactos para el diseño de respuestas efectivas. 

12.
Invertir recursos humanos y materiales adicionales en iniciativas de educación diseñadas para informar al público sobre las causas, naturaleza y consecuencias de la violencia de género, más específicamente de la violencia intrafamiliar, y para informar a niñas y mujeres sobre su derecho de ser libres de la violencia y sobre las medidas disponibles para proteger ese derecho; tales iniciativas deberían incluir información sobre los términos de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar y la Convención de Belém do Pará. 

13.
Intensificar y ampliar las acciones existentes para capacitar a los funcionarios, particularmente a aquellos de la Policía Nacional Civil y del Ministerio Público que se encargan de recibir las denuncias, con respecto a las causas, naturaleza y consecuencias de la violencia de género, con miras a incrementar la sensibilidad y eficacia de su respuesta a las víctimas. 

14.
Garantizar la disponibilidad e implementación eficaz de medidas judiciales para proteger a las mujeres que han sido objeto de actos o amenazas de violencia. 

15.
Proporcionar capacitación, asistencia técnica, recursos materiales y supervisión adicionales a las entidades responsables -la Policía Nacional Civil, el Ministerio Público, personal técnico como los especialistas forenses y el poder judicial- para garantizar que se investiguen, enjuicien y sancionen los casos relativos a violencia contra la mujer de conformidad con la norma de diligencia debida de la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.

Revisión de la legislación interna

200.
En lo concerniente a la recomendación Nº 1 del Capítulo IX, relacionada con la necesidad de tomar las medidas necesarias para llevar a cabo una revisión exhaustiva de la legislación interna para continuar el proceso de identificación de las disposiciones que establecen distinciones injustificadas basadas en el género, la CIDH ha recibido información según la cual no se han tomado las medidas necesarias para llevar a cabo una revisión exhaustiva de la legislación interna, principalmente por la poca voluntad de los tomadores de decisiones.  En consecuencia, la Comisión urge al Estado a dar inmediato cumplimiento a dicha recomendación.

201.
En relación con el Anteproyecto de ley para prevenir y sancionar el acoso sexual, el Estado indicó que el anteproyecto se encuentra en revisión y análisis luego de emitir una nueva versión.

Medidas legislativas para modificar o derogar disposiciones discriminatorias

202.
En relación con la segunda recomendación, referente a la adopción de las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para avanzar sin demora en el proceso de modificación o eliminación de disposiciones, como aquellas mencionadas anteriormente, que ya hayan sido identificadas como discriminatorias, el Congreso de la República de Guatemala emitió, el 11 de septiembre de 2002, el decreto 57-2002 que modifica el artículo 220 bis del Código Penal sobre Discriminación. Este artículo tipifica el delito de discriminación y sanciona con prisión y multa a quien por acción u omisión incurriere en actos de discriminación que impidan o dificulten a una persona, grupo de personas o asociaciones el ejercicio de un derecho legalmente establecido, incluyendo el derecho consuetudinario o costumbre y establece como circunstancia agravante de tipo penal la discriminación por razón  idiomática, cultural o étnica, para quien difunda, apoye o incite ideas discriminatorias; cuando el hecho sea cometido por funcionario o empleado público en el ejercicio de su cargo; y cuando el hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público. La Comisión reconoce la importancia de la modificación de este artículo. Sin embargo, advierte que aun cuando el mismo tipifica el delito de discriminación, queda pendiente la eliminación de las normas discriminatorias.

Acceso a la justicia en los casos de violencia contra la mujer

203.
Con referencia a la tercera recomendación del capítulo IX, que propone  dedicar atención específica a las barreras de hecho y de derecho que impiden el acceso de la mujer a recursos y protección judiciales efectivos, el Estado informó que se encuentra en proceso de ejecución el primer Informe de la Defensoría de la Mujer Indígena sobre la situación de las mujeres indígenas en Guatemala.

204.
Asimismo, indicó que se encuentra funcionando la oficina de género en la PNC, de acuerdo al Plan de Trabajo que se ha establecido para impulsar medidas de equidad de género en la PNC. También informó que se creó la oficina de la mujer en el Fondo de Desarrollo Indígena. Sin embargo, ha llegado a conocimiento de la Comisión que si bien se han abierto oficinas en el Ministerio Público, éstas no facilitan ni fortalecen el acceso de las mujeres a la justicia. La información que se posee es que las actuaciones de los funcionarios judiciales se encaminan más a detectar carencias en formalidades que a buscar soluciones a la controversia, ocasionando el conocido retardo en la administración de justicia.

205.
La Comisión desea reiterar la importancia que reviste la facilitación del acceso de la mujer a la justicia, particularmente en los casos de violencia, tal como lo establece el artículo 7 de la Convención de Belem do Pará. Por otra parte la Comisión tiene información que no se han realizado acciones para garantizar la disminución de los actos de violencia cometidos en contra de mujeres. En la actualidad se ha incrementado la violencia en contra de mujeres; violación, incesto y asesinato.

Enfoque de género 

206.
Respecto al cumplimiento de la recomendación Nº 4 de la CIDH, incluída en el Capítulo IX, relativa al establecimiento de los mecanismos necesarios de coordinación, asistencia técnica, capacitación, monitoreo y evaluación para garantizar que se incorpore el enfoque de género en el diseño e implementación de leyes y políticas en todas las esferas; con la inclusión de la ampliación de los mecanismos existentes para incorporar la participación de la sociedad civil en la formulación e implementación de iniciativas estatales que afectan los derechos de la mujer, el Estado informó que ha realizado una labor de consenso con las organizaciones de la sociedad civil dirigida a definir la “Política Nacional de Promoción y Desarrollo de las Mujeres Guatemaltecas y el Plan de Equidad de Oportunidades 2001-2006”. 

207.
La Política y el Plan contienen un conjunto general de medidas, programas y proyectos que se impulsarán desde las instituciones del Estado dirigidas a dar contenido al desarrollo integral de las mujeres guatemaltecas en condiciones de equidad real. 

208.
El Consejo Consultivo de la Mujer, creado por la Secretaría Presidencial de la Mujer, tiene como función coordinar las acciones sobre promoción de la mujer a nivel inter-institucional. En este sentido, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación ejecutó un plan de capacitación al interior de la institución destinado a responder a las demandas específicas sobre la temática de género. También el MAGA se encuentra colaborando estrechamente con la Secretaría Presidencial de la Mujer para facilitar la creación y/o fortalecimiento de las Unidades de Género en otros Ministerios.

209.
El Estado también informó que el Instituto Nacional de Administración Pública inició un plan de formación en equidad  de género para los funcionarios de gobierno, lo que apoyará la comprensión de la importancia de incluir este enfoque en las políticas públicas.

210.
En cuanto a los sistemas de información, se acordó con el Instituto Nacional  de Estadística (INE) fortalecer la desagregación de los datos por sexo.

211.
En cuanto a la participación de la sociedad civil, la Comisión resalta el ejercicio positivo realizado para lograr la aprobación de la Ley de Desarrollo Social y la Política de Desarrollo y Población, en donde se contó con la participación de representantes de sociedad civil y gobierno. 

Fortalecimiento de entidades de protección 

212.
En cuanto a la quinta recomendación relativa a garantizar la asignación de recursos humanos y materiales suficientes a entidades tales como la Oficina Nacional de la Mujer, la Defensoría de la Mujer Indígena, la Defensoría de la Mujer de la Procuraduría de los Derechos Humanos y la Secretaría Presidencial de la Mujer, que tienen una responsabilidad especial en cuanto a la protección de los derechos de la mujer, no se tiene información del cumplimiento de esta recomendación por parte del Estado.

Acceso la educación 

213.
En relación con la sexta recomendación, el Estado informó que ha  realizado propuestas para la reforma educativa que incluye los cambios de currículos; y que en coordinación con el la Secretaría de Obras Sociales de la esposa del Presidente facilitó el acceso a la educación primaria, secundaria, diversificado y universitaria a 3,785 mujeres de 14 departamentos por medio de programas de alfabetización, acceso a programas de educación acelerada, así como a participación en programas de educación a distancia mediante el financiamiento de los gastos de inscripción y de adquisición de materiales educativos. Sin embargo, la CIDH tiene conocimiento que aún no existen acciones para garantizar igual acceso a la educación secundaria y capacitación técnica y profesional a niñas y mujeres.

214.
En relación con la séptima recomendación, relativa a diseñar e implementar iniciativas de educación para personas de todas las edades con miras a cambiar los estereotipos y comenzar a modificar las prácticas basadas en la idea de inferioridad o subordinación de la mujer, la Comisión verificó con satisfacción que, dentro de la Ley de Desarrollo Social, se plantea el cambio de estereotipos.

Legislación laboral 

215.
Frente a la octava recomendación que propone fortalecer la legislación laboral y los servicios de inspección laboral para proteger el derecho de la mujer a condiciones de trabajo justas, equitativas y saludables, para garantizar que haya equidad en la remuneración y los beneficios y, en particular, para salvaguardar los derechos de las mujeres y niñas empleadas en el servicio doméstico, el Estado informó que la propuesta de reformas al Código de Trabajo para incorporar principios de equidad entre hombres y mujeres sigue en discusión de validación por los diferentes sectores de la sociedad civil. La SEPREM, SEPAZ, MINTRAS y ONAM preparan una estrategia de negociación con las diputadas del Congreso de la República para su aprobación. 

Salud 

216.
En cumplimiento de la novena recomendación relativa a servicios integrales de salud, la Comisión registra con satisfacción que el Congreso de Guatemala aprobó la Ley de Desarrollo Social, la cual, en el campo de la planificación familiar, cuenta con un programa de salud sexual y reproductiva del Ministerio de Salud.  Uno de los logros es que garantiza el derecho de las parejas a decidir el número de hijos y el espaciamiento de los nacimientos, y además considera familias a las mujeres o padres solteros.

Medidas de reparación y rehabilitación 

217.
En lo relativo a la décima recomendación tendiente a garantizar que el impacto y las consecuencias de los actos de violencia cometidos contra las mujeres durante el conflicto armado estén contemplados adecuadamente en el diseño y ejecución del plan nacional de reparación y otras medidas de reparación y rehabilitación, la Comisión observa como un paso positivo que el Programa Nacional de Resarcimiento (PNR) contempla una atención especial a las víctimas de violencia sexual que así lo soliciten y de acuerdo a sus necesidades particulares. Asimismo, que se coordinará con otra instancias gubernamentales y de la sociedad civil la promoción de políticas orientadas a la atención permanente de las víctimas de violencia sexual. 
Registro único de denuncias 

218.
En relación con la décimaprimera recomendación en cuanto a desarrollar aún más el sistema de registro de denuncias de violencia contra la mujer para garantizar que la boleta única de registro utilizada sea adecuada para recoger información y que se disponga de datos exactos para el diseño de respuestas efectivas, el Estado no ha proporcionado información. Conforme a la información disponible, la boleta única de registro para denuncias de violencia contra la mujer es poco conocida. El sistema existente no ha garantizado que se pueda recabar la información con datos exactos, lo cual dificulta la coordinación institucional entre organizaciones que se dedican al tema. 

Violencia intrafamiliar

219.
En respuesta a la décimasegunda recomendación relativa a la violencia intra-familiar, el Estado informó que emitió el Reglamento de la “Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intra-familiar”  y se creó la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intra-familiar y en contra de la mujer (CONAPREVI). La Comisión alienta el trabajo del ente impulsor de las políticas públicas en contra de la violencia intra-familiar. Sin embargo, la Comisión tiene información que el número de denuncias por hechos de violencia se ha ido incrementando cada año.

220.
En cuanto a la divulgación de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, el Estado informó que se está elaborando un Plan de Divulgación conjuntamente con la SEPREM, la Defensoría de la Mujer Indígena y el Foro de la Mujer. Conjuntamente se está elaborando la divulgación del Protocolo facultativo de la Convención, que fue ratificado por el Estado de Guatemala en el año 2001. Como parte de la divulgación se está diseñando la versión popularizada del Protocolo Facultativo de la CEDAW.

221.
La Comisión también tiene conocimiento que varias instancias gubernamentales brindan algún tipo de apoyo a mujeres objeto de violencia. Sin embargo, la Comisión no tiene información que se hayan invertido recursos humanos y materiales adicionales para realizar acciones de divulgación y campañas educativas en contra de la violencia de género, incluyendo la violencia intra-familiar.

Capacitación

222.
Con relación a la décimotercera recomendación tendiente a la ampliación de las acciones existentes para capacitar a los funcionarios en materia de violencia de género, el Estado informó que la Dirección General de la PNC ordenó la creación de la Oficina de Equidad de Género de la PNC, cuya misión es incorporar e impulsar en dicha institución la perspectiva de enfoque de género en el ámbito interno y la prestación de servicios. Para el cumplimiento de su misión desempeña funciones de servicio, de capacitación y apoyo, de seguimiento y de coordinación y representación, así como la elaboración de un diagnostico sobre la situación de equidad de género en la PNC. Otra actividad reportada por el Estado es la realización de talleres con el apoyo de organizaciones como IEPADES, y trabajos conjuntos con la Defensoría de la Mujer y el Foro de la Mujer.

223.
Sin embargo, la Comisión ha recibido información según la cual las capacitaciones específicamente sobre violencia contra la mujer son escasas y esporádicas. La Comisión considera que para generar una nueva cultura en torno a la equidad de genero, el Estado debe invertir recursos en un programa de capacitación de cobertura amplia.

Medidas judiciales de protección

224.
En lo concerniente a la décimocuarta recomendación referente a las medidas judiciales para proteger a las mujeres que han sido objeto de actos o amenazas de violencia, la Comisión tiene información según la cual, aún cuando se han dado avances en las leyes, éstas no se cumplen. Es necesario que el Congreso emita normas claras de procedimientos para atender los casos de violencia de género que afecta a las mujeres.

225.
En relación con la última recomendación, relativa a proporcionar capacitación, asistencia técnica, recursos materiales y supervisión adicionales a las entidades responsables  para garantizar la investigación y sanción los casos relativos a violencia contra la mujer, la Comisión carece de información.

XIII. LOS DERECHOS HUMANOS DE LA POBLACION DESARRAIGADA POR EL ENFRENTAMIENTO ARMADO

226.
En el Capítulo XIV del Quinto Informe sobre Guatemala la Comisión evaluó que el Acuerdo de Reasentamiento se había cumplido parcialmente, y que aún quedaba mucho por hacer a efectos de responder a los derechos y necesidades fundamentales de esta población. La Comisión analizó y concluyó que algunos de los principales compromisos del Acuerdo se basan en los recursos y requieren inversiones de capital adicionales y apoyo técnico; que otros, por el contrario, son sistémicos, y requieren el ejercicio de la voluntad y acción política para superar deficiencias de hace mucho tiempo, tales como la ausencia de sistemas para registrar y confirmar de forma exacta los títulos de tierras, resolver de forma eficaz las disputas sobre tierras, y formular e implementar políticas integrales para superar la pobreza extrema a través de un desarrollo sostenible, integral y participativo. 

227.
En cuanto a los derechos humanos de la población desarraigada por el enfrentamiento armado, la Comisión ofreció las siguientes recomendaciones al Estado: 

1.
Asignar a las instituciones públicas encargadas de implementar aspectos del Acuerdo de Reasentamiento los recursos humanos y materiales necesarios para el cumplimiento eficaz de sus mandatos, y, en particular, fortalezca la Comisión Técnica creada para coordinar y facilitar las disposiciones del Acuerdo.

2.
Tomar las medidas presupuestarias, administrativas u otras necesarias para completar el proceso de adquisición de tierras para la población desarraigada. 

3.
Adoptar otras medidas, entre ellas la asignación de los recursos humanos y materiales necesarios, para facilitar la legalización de los títulos de tierras y la resolución de las disputas legales en curso sobre la propiedad de tierras. 

4.
Tomar medidas adicionales --de conformidad con el compromiso del Acuerdo de Reasentamiento de prestar especial atención a los hogares encabezados por mujeres, y las disposiciones de la Ley del Fondo Social-- para apoyar el derecho de las mujeres a ser propietarias de tierras, y a ser copropietarias con sus esposos o socios, incluyendo medidas para capacitar a los funcionarios que trabajan en este ámbito, y promover el conocimiento de este derecho y el respeto por el mismo entre las poblaciones locales. Para que este derecho se ejerza de forma eficaz, el Estado deberá fortalecer los esfuerzos que realiza para proporcionar a las mujeres acceso a créditos y proyectos de desarrollo.

5.
Formular una política global de desarrollo sostenible, integral y a largo plazo en la que se puedan abordar las necesidades específicas de las diferentes comunidades y ampliar la integración, cobertura y profundidad de los proyectos y programas de desarrollo, con atención adicional a los servicios de asesoría y capacitación técnica. Esto también deberá incluir la promoción de alternativas de empleo fuera del ámbito agrícola en zonas de baja productividad agrícola. 

6.
En conexión con la anterior recomendación, adoptar medidas y procedimientos concretos para ejecutar el compromiso del Acuerdo de Reasentamiento de que los grupos desarraigados participarán en la toma de decisiones y en la formulación, ejecución y supervisión de las políticas y proyectos que les afectan, tanto a nivel local como regional y nacional. En este sentido, la participación eficaz requiere necesariamente difundir la información adecuada que se utilizará para la toma de decisiones. 

7.
Prestar especial atención a la expansión de la cobertura y mejora del contenido de los servicios de educación y de salud para esta población, continúe dando prioridad a la necesidad de educación y atención de salud primarias, y a la necesidad de educación bilingüe en las comunidades indígenas. 

8.
Proporcionar recursos adicionales para la creación de infraestructura básica, de manera que todas las comunidades tengan acceso, como mínimo, a agua potable e instalaciones de saneamiento suficientes para la protección de la salud, y para mejorar la asistencia en materia de vivienda, así como la construcción de carreteras de acceso, electricidad e infraestructura de comunicaciones. 

9.
Adoptar las medidas legislativas y otras medidas necesarias para extender la vigencia de la Ley Temporal Especial sobre Documentación Personal, e intensificar los esfuerzos que se están realizando en el marco del Plan Nacional para la Documentación Personal, a efectos de asegurar que todos los miembros de la población desarraigada por el enfrentamiento puedan obtener documentos de identidad. 

10. Continuar colaborando con el Congreso, la OEA, y los Bomberos Voluntarios con miras a garantizar la finalización de los esfuerzos de desminado. 

228.
Las recomendaciones hechas por la Comisión sobre el tema supra citado se orientaban a enfatizar la necesidad de implementación de medidas a corto y mediano plazo para adquisición de tierras, reintegración y desarrollo de los guatemaltecos víctimas del desarraigamento y desmovilización. 

229.
Al respecto, el Estado ha remitido información a la Comisión sobre la compensación en tierras que el Gobierno viene haciendo a favor de los desarraigados  y desmovilizados. Señaló que la FONAPAZ procedió a la compra de las fincas que beneficiaron a 71 familias como compensación a la población desarraigada y desmovilizada. Informó que la finca Claudia y anexos, conformada por 5 fincas, fue escriturada a nombre del Grupo Ex Parcelarios de Santiago Ixcán en forma individual de cada uno de los integrantes. Asimismo, informó que la finca conocida como Lote N. 30-A, situada en Petén, fue escriturada a nombre del Grupo Excedente de la Finca La Quetzal.


230.
No obstante la información prestada por el Estado, la Comisión no ha visto avances en lo concerniente a medidas presupuestarias para completar el proceso de adquisición de tierras que aún no fue concretado conforme a lo prometido por el Gobierno. Asimismo, la Comisión nota con preocupación que hasta la fecha del informe del Gobierno no se habían aprobado las medidas legales necesarias para la resolución de los conflictos de tenencia y uso de tierra.


231.
La Comisión reconoce que el desplazamiento en Guatemala merece especial atención del Gobierno para que éste restaure los derechos antes detenidos por esta población. En razón de ello, la Comisión exhorta al Estado para que cumpla efectivamente las recomendaciones hechas por la Comisión en los números 1, 2 y 3 del su Quinto Informe. 


232.
En cuanto al cumplimiento de la recomendación número 4, la Comisión nota que no ha habido avances significativos, sobre el particular. Del análisis del Informe del Gobierno en lo concerniente a género, la Comisión notó que no fueron cumplidas las recomendaciones contenidas en dicha sección. 


233.
La Comisión quiere observar una vez más que el fenómeno del desarraigamiento tiene varios temas transversales. El Estado debe considerar que el proceso de compensación de las familias desarraigadas no puede estar divorciado de una política de desarrollo rural integral, sostenible y participativo, aporte de recursos, acceso a los servicios básicos como educación y salud e infraestructura básica (agua potable, saneamiento, carreteras de acceso, electricidad y comunicaciones).


234.
De esta forma, la Comisión una vez más insta al Estado que en cumplimiento de las recomendaciones hechas en los números 5, 6, 7 y 8 del Informe, formule una política global de desarrollo sostenible, integral, de largo plazo y que tome en cuenta las idiosincrasias de las diferentes comunidades desplazadas. 


235.
Respecto a la adopción de medidas para intensificar la documentación personal, tema de la recomendación del número 9, desafortunadamente la Comisión nota que el Estado no ha adoptado las medidas necesarias para asegurar que todos los miembros de la población desarraigada puedan obtener documentos de identidad.

236.
Por otra parte, la Comisión nota que es de suma importancia que el Estado tome en cuenta las recomendaciones hechas por la Comisión en su último Informe en lo concerniente a la conclusión de los trabajos de desminado.
� MINUGUA, Decimotercer informe sobre derechos humanos, párr. 7, octubre 2002.


� Ibidem.


� Prensa Libre, Funcionario de Minugua: PCN no logra consolidarse, 10 de noviembre de 2002.


� Datos extraídos del Informe de Verificación  La Educación: una condición para la Paz, de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala. Abril de 2002, p. 18.


� En ese mismo sentido,  el promedio de años de escolaridad de los pobres es de casi dos años; los no pobres promedian los 5.4 años; y las mujeres, los indígenas y pobres del área rural reportan los promedios más bajos de educación. Datos extraídos de la Revista Debate de junio de 2002, Segunda Época, N. 19, P. 9.


� Datos extraídos del Informe de Avances junio - julio 2002 Matriz de Seguimiento a los Temas Identificados en el Grupo Consultivo de febrero 2002, presentado por el Gobierno de Guatemala a la CIDH.


� La inversión en salud aumentó del 0.88% en 1995 a 1.34% en 2000, según datos del Informe del Desarrollo Humano de 2001 del PNUD. Datos extraídos de la Revista Crónicas de Minugua y Sistema Naciones Unidas N. 53, 31 de enero de 2002.


� Datos extraídos de la Revista Domingo, Revista Semanal de Prensa Libre. N. 1099 de 23 de junio de 2002, p. 5.


� MINUGUA, Situación de los compromisos relativos al Ejército en los acuerdos de paz, mayo de 2002. 


� La Comisión tomó conocimiento a través del  Decimotercer Informe sobre Derechos Humanos de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas para Guatemala para el período de julio del 2001 a junio del 2002.


� Programa Nacional de Resarcimiento, capítulo III.


� Organismo Judicial, Situación Presupuestaria y Financiera del Organismo Judicial, abril de 2002.


� Prensa Libre, CSJ inconforme con presupuesto del 2003: Q600 millones asignados por el Congreso sólo servirán para pagar salarios, 20 de noviembre de 2002.


� MINUGUA, La Policía Nacional Civil: un nuevo modelo policial en construcción, 2001, pág. 32.


� MINUGUA, Situación de los compromisos relativos al Ejército en los Acuerdos de Paz, 2002, párr. 71.


� Relator Especial sobre la Independencia de los Magistrados y Abogados, Informe sobre la misión cumplida en Guatemala, párr. 64, diciembre 2001.


� Ibidem, párr. 66.


� Ibidem.


� MINUGUA, Decimotercer informe sobre derechos humanos, párr. 49, octubre 2002.


� Ibidem.


� MINUGUA, "Los Linchamientos: Un Flagelo que Persiste", párrafo 58.


� MINUGUA, Informe de Verificación, "Los Linchamientos: Un Flagelo que Persiste", párrafo 42.


� CIDH, Casos 11.598, 11599 (Brasil), Informe N°9/00, 10/00, publicados en el Informe anual de la CIDH 1999, 13 de abril de 2000, párrafos 33-34, Informes sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil, "Los derechos de los Menores".


� Minugua, Décimotercer Informe sobre Derechos Humanos de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala, octubre de 2002, Guatemala, párrafo 16.


� Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Informe sobre la Situación de la Pena de Muerte en el país.


� Ibidem.


� CIDH, Quinto Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Guatemala.


� Convención Americana, artículo 4(6).


� Minugua, Décimotercer Informe sobre derechos Humanos de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala, octubre de 2002, Guatemala, párrafo 20.


� MINUGUA, La Policía Nacional Civil: un nuevo modelo policial en construcción, párr. 21, abril 2001.


� Prensa Libre, Funcionario de Minugua: PCN no logra consolidarse, 10 de noviembre de 2002.


� Conforme a la información suministrada por el IICPG, de los 221 casos denunciados ante la Oficina de Responsabilidad Profesional, 29 casos corresponden a detenciones ilegales, de los cuales 5 casos fueron atribuidos a agentes de la Comisaría 12 que cubre las zonas 2, 6, 17 y 18 de Ciudad de Guatemala cuya población es mayoritariamente pobre; 4 casos corresponden a la Comisaría 13, que tiene competencia en las zonas 5, 10, 13, 14, 15, 16 de Ciudad de Guatemala, cuya población principalmente es de clase media alta y alta; 3 casos corresponden a la Comisaría 14 que cubre las zonas 7, 11, 12, 21 de Ciudad de Guatemala; 2 a la Comisaría 24 de Zacapa; y 2 a la Comisaría 21 de Jutiapa.


� Dato arrojado por una investigación de campo realizada por el ICCPG sobre la duración de procesos en los Centros de Justicia. 


� Gobierno de Guatemala, Matriz de Seguimiento a los Temas Identificados por el Grupo Consultivo de Febrero de 2002, Informe de Avances Junio – Julio 2002, agosto de 2002, pág. 16. 


� Informe del Instituto de Estudios de Comparados en Ciencias Penales de Guatemala a la  CIDH sobre  la situación de los derechos humanos en Guatemala, octubre 2002.


� ICCPG, Informe sobre el Sistema Penitenciario, 2002.


� Ibidem.


� ICCPG, Informe sobre situación de derechos humanos, 2002.


� ICCPG, Investigación sobre Política Educativa en el Sistema Penitenciario, 2002.


� Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párr.166.


� Centro para Acción Legal en Derechos Humanos (CALDH), Reporteros Sin Fronteras y el Comité para la Protección de Periodistas, 6 de septiembre de 2001.


� Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA), Thirteenth report on human rights of the United Nations Verification Mission in Guatemala (Decimotercer informe sobre derechos humanos de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala, 22 de agosto de 2002, párr. 29.


� Asociación de Periodistas de Guatemala (APG), 28 de junio de 2001.


� Seccional Latinoamericana de Derechos Humanos de la Federación Internacional de Periodistas y Amnistía Internacional, agosto de 2001.


� Comité para la Protección de Periodistas, agosto de 2001.


� MINUGUA, supra, para. 30.


� Reporteros sin Fronteras, 10 de junio de 2002.


� Comisión de Libertad de Prensa de la Asociación de Periodistas de Guatemala, 11 de julio de 2002.


� Comisión de Libertad de Prensa de la Asociación de Periodistas de Guatemala, 23 de agosto de 2002.


� CIDH, 113 período de sesiones; Audiencia con: Diario la Hora; Asociación Mundial de Radios Comunitarias; Federación Guatemalteca de Escuelas Radiofónicas; Comisión Social de la Conferencia Episcopal; Asociación de Periodistas de Guatemala; Federación Latinoamericana de Periodistas; Comité Ejecutivo para la Comunicación; Agencia CERIGUA y AMARC, Guatemala. Durante la presentación la CIDH recibió información sobre la situación particular de la periodista María de los Angeles Monzón, quien fue rescindida de sus funciones de conductora del programa Punto de Encuentro de Radio Sonora el 7 de septiembre de 2000. La periodista alegó haber sido despedida por haberse negado a llevar a cabo una directiva de los dueños del medio en la que le prohibían entrevistar a ciertos miembros “izquierdistas” de la administración de Portillo y representantes de la oposición. Monzón señaló haber recibido este tipo de presiones durante varios meses precedentes a su despido con el objetivo de censurar varios temas de interés publico e impedirle entrevistar en el programa a algunos personajes de la vida política nacional. Asimismo, Monzón indicó que su despido se encuadra dentro de una política de hostigamiento contra el periodismo independiente por parte de un monopolio de hecho que posee el control de los medios de comunicación avalado indirectamente por el Estado. Como evidencia de la existencia de dicho monopolio, la peticionaria provee información en la que se documenta la conexión e interdependencia entre el Ministro de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda y ex director de Radio Sonora, Luis Rabbé Tejada y su cuñado Angel Remigio González, propietario de los cuatro canales de televisión abierta de Guatemala y una decena de radiodifusoras entre las cuales se encuentra Radio Sonora. Monzón entregó su denuncia el 18 de septiembre a la Procuraduría de Derechos Humanos. En dicha oportunidad, la Procuraduría de Derechos Humanos concluyó que no existían suficientes elementos que evidencien una infracción a los derechos humanos de la peticionaria por caracterizar el caso dentro de una disputa de carácter laboral.


� Propuesta de Ley de Radiodifusión Comunitaria, enero del 2002, Exposición de motivos, p.2.


� Ibídem.


� Acuerdo Gubernativo Nº 316-2002, 10 de septiembre de 2002, artículo 2.


� Esta información fue entregada a la CIDH por La Asociación de Periodistas de Guatemala, durante el 116° período de sesiones de la CIDH, octubre de 2002.


� Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC), 31 de enero de 2002.


� Prensa Libre, jueves 24 de enero de 2002.


� Convención Americana, artículo 13(4).


� MINUGUA, Decimotercer informe sobre Derechos Humanos, octubre 2002.


� OEA/Ser.L/V/II.111. Doc.21 rev.


� Acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, suscrito en marzo de 1995; Acuerdo sobre aspectos socioeconómicos y situación agraria, suscrito en mayo de 1996; Acuerdo sobre fortalecimiento del poder civil y función del ejército, suscrito en septiembre de 1996,  entre el Gobierno de la República de Guatemala por una parte y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca, (URNG) por la otra, con la participación de una Asamblea de la Sociedad Civil.


� La Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA) inició sus funciones de verificación en noviembre de 1994. En diciembre de 1996, luego de la firma del “Acuerdo de Paz Firme y Duradera” a MINUGUA se le encomendó la verificación de todos los “Acuerdos de Paz” que cobraron vigencia a partir de ese momento.


� En “La situación de los pueblos indígenas en Guatemala”. Documento presentado en audiencia ante la CIDH, del 14 de octubre de 2002. 


� Gobierno de Guatemala. Informe de Avances. Junio - Julio 2002. Matriz de Seguimiento a los temas identificados en el grupo consultivo de febrero 2002. Guatemala, 12 de agosto de 2002.


� Decreto N° 57-2002 del Congreso de la República de Guatemala, publicado el 9 de octubre de 2002. Artículo 220 bis del Código Penal. Discriminación. Se entenderá como discriminación toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de género, raza, etnia, idioma, edad, religión, situación económica, enfermedad, discapacidad, estado civil, o en cualesquiera otro motivo, razón o circunstancia, que impidiere o dificultare a una persona, grupo de personas o asociaciones, el ejercicio de un derecho legalmente establecido incluyendo el derecho consuetudinario o costumbre, de conformidad con la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos.


Quien por acción u omisión incurriere en la conducta descrita en el párrafo anterior, será sancionado con prisión de uno a tres años y multa de quinientos a tres mil quetzales.


La pena se agravará en un tercera parte:


Cuando la discriminación sea por razón idiomática, cultural o étnica.


Para quien de cualesquiera forma y por cualquier medio difunda, apoye o incite ideas discriminatorias.


Cuando el hecho sea cometido por funcionario o empleado público en el ejercicio de su cargo.


Cuando el hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público.


� Organizaciones Mayas que manifestaron su rechazo al procedimiento y contenido de la norma aprobada por el Congreso Nacional que sanciona la discriminación: CONAVIGUA, Asociación Política de Mujeres Mayas, Defensoría Maya, Centro Maya SAQBE’, Fundación Rigoberta Menchú, Decenio Maya, Consejo de Organizaciones Mayas COMG, Coordinadora de Organizaciones Indígenas y Campesinas CONIC, Comité Cívico XELJU’, Defensoría de la Mujer Indígena DEMI, Coordinadora del Pueblo Xinca de Guatemala, COPXING. En “La situación de los pueblos indígenas en Guatemala”. Documento presentado en audiencia ante la CIDH, del 14 de octubre de 2002. En ese sentido,  ver Prensa Libre, 12 y 13 de septiembre de 2002.


� Boletín informativo N° 1,  Año 1, Semana del 16 al 26 de octubre del 2002, Tzujnel, Tob'nel, K'astajnel, DEFENSORIA MAYA, Guatemala, C.A.


� La Comisión Presidencial contra la Discriminación y racismo contra los pueblos indígenas tiene las siguientes funciones: a) Asesorar y acompañar a las distintas instituciones y funcionarios del Estado así como a las instituciones privadas, para desarrollar mecanismos efectivos en el combate a la discriminación y el racismo que se da contra los Pueblos Indígenas en Guatemala. b) Formular políticas públicas que garanticen la no discriminación y el racismo contra los indígenas y dar seguimiento a su ejecución. c) Monitorear las políticas de las instituciones privadas y sugerir criterios a adoptar para enfrentar positivamente el problema de la discriminación. d) Actuar como enlace entre las organizaciones de los Pueblos Indígenas y el Organismo Ejecutivo en materia de discriminación y racismo. e) Llevar registro de denuncias de casos de racismo y discriminación, y canalizarlos a las instituciones competentes. f) Presentar al Presidente de la República informes semestrales sobre el avance del respeto y ejercicio de los derechos de los Pueblos Indígenas, los cuales serán públicos. g) Elaborar informes que el Estado de Guatemala deba presentar en materia indígena ante organismos internacionales. h) Impulsar campañas de sensibilización ciudadana en contra de los actos de discriminación. i) Gestionar y administrar la cooperación nacional e internacional para el cumplimiento de sus funciones. j) Coordinar acciones a nivel nacional con organizaciones de los Pueblos Indígenas interesados en la temática de la Comisión para definir políticas y acciones de Gobierno de la República en el ámbito internacional referente a los Derechos de los Pueblos Indígenas. k) Otras que le determine el Presidente de la República. Acuerdo gubernativo N° 390-2002, de 9 de octubre de 2002.


� El Movimiento Social a favor de la Infancia, y diferentes coordinadores intersectoriales temáticas, entre otros. 


� Nota de prensa ...


� En ese sentido, mediante nota del 11 de noviembre de 2002, la CIDH manifestó se preocupación al Estado y le solicitó información sobre las medidas adoptadas para proteger a los niños, niñas y jóvenes que viven en la calle. 





